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PRESENTACIÓN

Hace poco más de un mes se produjo un inmenso estallido 
social que ha puesto en tensión la vida colectiva en Colombia. Es 
en Cali donde esa crisis ha tenido su expresión más fuerte. Dado 
que aún no ha sido superada y persisten muchas incertidumbres, 
tanto sobre la forma de su desenlace como sobre el momento de 
su finalización, resulta sin duda prematuro ofrecer un balance 
definitivo. 

Sin embargo, sí es posible plantear perspectivas analíticas y 
presentar elementos empíricos que pueden contribuir no solo a 
una mejor comprensión de lo que está acaeciendo, sino también 
ayudar a esbozar posibles vías de solución. Es por esa razón que 
-en medio de tan dolorosos y al tiempo esperanzadores momen-
tos-, los profesores de la Facultad de Ciencias Sociales y Econó-
micas han estado participando en distintos eventos académicos y 
han hecho intervenciones públicas en distintos medios. Al calor 
de los acontecimientos, ellos han puesto en marcha los saberes y 
habilidades de sus respectivas disciplinas (la economía, la socio-
logía, la historia, el análisis político, las perspectivas feministas) y 
su propia experiencia investigativa para tratar de entender lo que 
está aconteciendo.   

En esta compilación se recogen algunos de esos aportes: se 
trata de textos en que se condensan y consolidan las aproxima-
ciones, las reflexiones y los análisis expuestos y discutidos en 
esos escenarios, enriquecidos en muchas ocasiones por las pre-
guntas, inquietudes y comentarios de los otros participantes y 
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asistentes a los eventos. De hecho, en estas tan intensas semanas 
transcurridas, esos intercambios les han permitido amalgamar 
nuevas experiencias, atender a distintas formas de aproximarse 
a los acontecimientos y reelaborar así sus perspectivas iniciales. 

Es evidente que la inmediatez y cercanía del fenómeno es-
tudiado implican que lo que acá se expone es aún provisional, 
sujeto a posteriores ajustes; pero también lo es el hecho de que, 
en medio de estas circunstancias, la tarea de una institución 
como la universidad pública es poner al servicio de la sociedad 
aquello a lo que la orienta su ineludible misión en términos de 
investigación: aportar elementos que contribuyan a un mejor 
entendimiento de lo que nos sucede y proponer caminos para 
superar las dificultades presentes y los retos que tenemos por 
delante. 

La primera parte de la compilación, compuesta por cuatro 
textos, permite situar a nivel nacional el fenómeno del Paro Na-
cional y contextualizar los acontecimientos que se han produci-
do en Cali durante este último mes. En el primero, Alberto Va-
lencia reconstruye el proceso histórico vivido durante las últimas 
décadas para mostrar la peculiar y compleja situación a la que 
llegó el país en términos de falta de legitimidad política y crisis 
social. A continuación, Carlos Humberto Ortiz atiende a las di-
mensiones económicas que llevaron a que, en medio de las gra-
ves afectaciones para la población por causa de la pandemia Co-
vid-19, una torpe propuesta de reforma tributaria se convirtiera 
en el detonador de una amplia movilización social. En su texto, 
José Fernando Sánchez reconstruye algunas de las característi-
cas centrales de las prácticas y culturas políticas colombianas, así 
como muestra la fragilidad de nuestro sistema social a la hora de 
tramitar los conflictos. Esta parte termina con el aporte de María 
Eugenia Ibarra y Stephanía Recalde sobre el papel que las mu-
jeres y las feministas han jugado durante estas últimas semanas, 
reconstruyendo tanto la forma en que sus reclamos se vinculan a 
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procesos previos, como las nuevas inquietudes suscitadas duran-
te una movilización en la que las mujeres han ocupado un lugar 
destacado.   

La segunda parte, con cinco textos, se centra en el estudio de 
lo acontecido en la ciudad de Cali y su región metropolitana, 
precisamente allí donde el estallido social colombiano ha alcan-
zado las más altas cuotas de expresión, pero también de violen-
cia y sufrimiento. En el primero, Luis Carlos Castillo describe y 
ubica los principales elementos de la movilización caleña, con 
especial atención al desarrollo temporal de los acontecimientos 
y a su ubicación en los distintos espacios de la ciudad. A con-
tinuación, Jorge Hernández disecciona con precisión y detalle 
los cambios experimentados en las formas de movilización y el 
ajuste constante de los repertorios de acción de los participantes. 
Sigue el texto de Boris Salazar, que tiene como protagonistas a 
los jóvenes de la ciudad quienes, afectados profundamente por 
las dificultades económicas y el impacto de la violencia, han sido 
actores principales durante la movilización. Por su parte, Fer-
nando Urrea explora los posibles factores que habrían dado el 
cariz especial al estallido social de Cali y la región metropolita-
na, un espacio atravesado por fuertes divisiones de clase y raza, 
y altos índices de segregación espacial. Finalmente, Álvaro Guz-
mán aporta algunas notas orientadas a desentrañar las fuerzas 
y dinámicas que han estado presentes en la ciudad y hacen más 
comprensible lo acontecido en estas semanas.

La tercera parte recoge el texto de María Gertrudis Roa y Jan 
Grill, en el que reconstruyen con detalle las movilizaciones de 
apoyo producidas a nivel internacional, especialmente -aunque 
no solo- en aquellos países con mayor presencia de la migración 
colombiana. 

El CIDSE y la Facultad agradecen la generosidad de nuestros 
colegas al aceptar publicar estos textos, así como el esfuerzo rea-
lizado para alistarlos en tan corto tiempo; también agradecen a 
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la Facultad de Humanidades de nuestra Universidad su gentileza 
al ofrecer prestamente sus servicios de edición digital.  

Pedro Quintín Quilez
Decano de la Facultad de Ciencias Sociales y Económicas

Universidad del Valle

Cali, mayo 31 del 2021

Pedro Quintín Quilez
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¿QUÉ ESTÁ PASANDO EN COLOMBIA?
Poder, legitimidad y crisis social

Alberto Valencia Gutiérrez1

Colombia está viviendo en este momento una situación que 
tiene pocos antecedentes en la historia de las últimas décadas. 
Un paro que ha movilizado de manera espontánea una enorme 
cantidad de ciudadanos, de origen heterogéneo, con fuerte pre-
sencia de los jóvenes, sin que ninguna agrupación política u orga-
nización social o sindical pueda reivindicar para si una iniciativa 
exclusiva. La movilización ha estado acompañada de violencia 
y de actos vandálicos, protagonizados por personas de proceden-
cia diversa (disidencias de las FARC, grupos del ELN, pandillas 
juveniles, elementos de narcotráfico, ciudadanos del común, jó-
venes e incluso infiltrados); ha hecho presencia en buena parte 
del territorio nacional y no se ha limitado a un solo día sino que 
ha perdurado por varias semanas. La reacción de las fuerzas del 
orden ha sido brutal en muchos casos y ha suscitado rechazos 
tanto dentro del país como desde el exterior.

Una crisis similar a ésta, pero de mayores proporciones, se 
podría encontrar el 9 de abril de 1948, día del asesinato de Jorge 
Eliécer Gaitán. Al igual que la conmoción que se produjo desde 
el domingo 19 de abril de 1970 como consecuencia del burlado 
triunfo electoral de Gustavo Rojas Pinilla en las elecciones pre-

1
 Sociólogo, Doctor en Sociología. Profesor del Departamento de Ciencias Sociales 

de la Universidad del Valle. Integrante del grupo de investigación Memoria, Historia 
y Sociedad vinculado al Centro de Investigaciones y Documentación Socioeconómica 
(CIDSE) de la misma universidad. Columnista del periódico El País de Cali. 
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sidenciales de ese año; el paro del 14 de septiembre de 1977 que 
produjo 18 muertes en Bogotá y otras ciudades del país y la toma 
del Palacio de Justicia en noviembre de 1985.

Los hechos sucedidos durante estos días han sido objeto de 
múltiples valoraciones, desde aquellos que los rechazan indigna-
dos y proponen la intervención brutal de la fuerza pública para 
contener los desmanes, hasta los que los consideran como una le-
gítima reivindicación popular, consecuencia de las precarias con-
diciones actuales. Lo importante es  optar por la comprensión de 
lo que tenemos ante nuestros ojos en este momento, teniendo en 
cuenta que comprender no es justificar.

El analista social debe responder a la exigencia de mantener 
una ìneutralidad valorativaî, según la célebre expresión de Max 
Weber. Ni la admiración ni el rechazo deben servir de guía para 
orientar la indagación. Hay que preguntar simplemente en qué 
consiste lo que está pasando, cuál es su dinámica, cuál es su ló-
gica interna, cómo se inscribe en la secuencia histórica de las úl-
timas décadas, quiénes son sus protagonistas, cómo interactúan, 
qué objetivos proponen, y así por el estilo.

Además, si queremos comprometernos en una acción trans-
formadora de una situación lo más importante es comenzar por 
su comprensión. Savoir pour prevoir era la consigna de los filóso-
fos del siglo XVIII, en el momento en que se estaban creando las 
ciencias naturales. Ideales similares de comprensión se expresan, 
aunque en direcciones opuestas, en la obra de Auguste Comte 
o Karl Marx. El primero buscaba apuntalar la sociedad de su 
época sobre nuevas bases y el segundo transformarla, pero am-
bos consideraban que el trabajo científico era una precondición 
indispensable para la realización de sus objetivos.

Ningún fenómeno social se deriva de un solo aspecto. Debe-
mos asumir la realidad como una configuración de elementos 
heterogéneos, confluencia de series causales de origen diverso, 
marcadas por diferentes niveles de particularidad o generalidad, 
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con temporalidades diversas, que conforman una causalidad 
inédita, que no está presente en cada uno de sus componentes 
tomados aisladamente. Es necesario entonces ìdesagregarî los 
aspectos que se confunden en los hechos empíricos, estudiarlos 
por separado y luego mostrar la forma como se articulan.

En este momento confluyen un sinnúmero de elementos para 
producir el resultado que tenemos a la vista: la difícil situación 
social que se ha presentado en las últimas décadas, en Colombia 
y en otros países latinoamericanos, como consecuencia de las 
políticas neoliberales; la pandemia ha agravado esta situación, 
debido no sólo a la magnitud del nuevo problema que se ha pre-
sentado sino a la manera torpe como ha sido gestionado por los 
gobiernos; la violencia imperante en este momento tal como se 
manifiesta en la muerte de líderes sociales, masacres, disputas 
entre grupos de narcotraficantes, disidencias de las FARC, gru-
pos del ELN; los avatares que ha sufrido el proceso de paz du-
rante los últimos seis años. A esto habría que agregar el peso 
de situaciones locales como las que conocemos en Cali: las mi-
graciones provenientes del Pacífico, las pandillas, los jóvenes sin 
futuro (ìninisî), las malas administraciones municipales, la au-
sencia del Estado, etc.

La hipótesis que proponemos es que no estamos simplemente 
frente a una crisis social, que ha hecho que las gentes se boten 
a las calles a reclamar asistencia y defender sus derechos, como 
resultado de necesidades insatisfechas, la pobreza y la miseria, 
la falta de oportunidades, el desempleo crónico agravado por la 
coyuntura. Las cifras nos indican que estamos frente a una ver-
dadera ìexplosión socialî en todo el país. 

En el año 2020 el 42.5% de los habitantes, equivalente a 21.2 
millones, se encontraba por debajo de la línea de pobreza, 3.8% 
más que en 2019, en un momento en que la línea de pobreza en 
América Latina era del 33.7% (8.8 puntos menos que Colom-
bia). Existe un número de ciudadanos que sobreviven con menos 
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de $331.168 pesos mensuales equivalentes a 87 dólares. El 65% 
de la población sólo puede comer dos veces al día y más de un 
millón y medio de personas una sola vez. El desempleo gira al-
rededor del 17% y la difícil situación de los sectores informales 
de la economía, gente que trabaja un día para poder comer al día 
siguiente. El coeficiente de Gini de 0.53 es el segundo más alto 
después de Haití, país inviable por su pobreza y desinstituciona-
lización.

Habría que preguntar hasta qué punto una situación extrema 
de pobreza y de miseria produce una conmoción como la que es-
tamos viviendo. Muchos mecanismos de control social podrían 
funcionar para que esto no ocurriera e, incluso, existiría la posi-
bilidad de impulsar proyectos colectivos desde el Estado o desde 
las organizaciones sociales para superar esta situación. Además, 
la situación actual no es realmente nueva, ya que se trata de una 
ìdeuda socialî que se ha ido agravando progresivamente. ¿Por 
qué se desencadena precisamente en este momento y no antes?

La idea que queremos proponer es que lo sucedido es el re-
sultado de la confluencia de dos procesos: una gran crisis social 
y una crisis política e institucional, resultado de una progresiva 
pérdida de legitimidad del ejercicio del poder por parte del Esta-
do, que finalmente se agravó en las condiciones en que se ha de-
sarrollado el gobierno de Iván Duque. La confluencia de ambas 
condiciones nos permite explicar lo que está sucediendo y lo que 
podría ocurrir en el futuro inmediato: un proceso revolucionario 
de consecuencias impredecibles, una solución de fuerza o la ace-
leración de un tercer ciclo de violencia. Otra salida estaría por 
inventarse.

Los antecedentes
Colombia conoció entre 1946 y 1965 un primer ciclo de vio-

lencia de grandes proporciones conocido como la Violencia (con 
mayúscula), que enfrentó a los partidos Liberal y Conservador, 
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en una lucha sangrienta caracterizada por la sevicia y el horror. 
A partir de 1958 las cifras de homicidios comienzan a disminuir 
y conocemos un par de décadas relativamente tranquilas con res-
pecto a lo que había sucedido. Desde mediados de los años 1980, 
incluso desde antes -algunos hablan del paro del 14 de septiem-
bre de 1977 como el punto de quiebre- se produce un segundo 
ciclo de violencia de grandes proporciones, atizado por la fuerza 
del narcotráfico y otras fuentes de riqueza, que hacen posible la 
financiación de los grupos armados. La Constitución de 1991 se 
presentó como un ìacuerdo de pazî para poner fin al conflicto, 
pero finalmente resultó inocua. El crecimiento de los grupos ar-
mados durante la década de 1990 fue exponencial, sorpresivo 
incluso para sus propios protagonistas. 

Desde mediados de 1980 se conforman los grupos de ìauto-
defensaî para hacer frente a la lucha ìcontrainsurgenteî, pero 
rápidamente encuentran en el narcotráfico o en la lucha por el 
control y la propiedad de la tierra razones para desarrollar sus 
propias agendas, más allá de lo puramente defensivo. El enfren-
tamiento violento llegó a ser insostenible entre 1995 y 1998. El 
Ejército colombiano sufrió las peores derrotas de su historia (Pue-
rres, Patascoy, Las Delicias, la toma de Mitú, etc.). Las masacres 
se multiplicaron y el número de efectivos de los grupos armados 
alcanzó grandes proporciones, hasta el punto de que en algún 
momento llegamos a tener más de 55.000 hombres en armas. A 
finales de esta década el aprendizaje de la geografía del país ya 
no la hacíamos siguiendo el paso de los ciclistas de la Vuelta a 
Colombia por los lugares más apartados del país, como en épo-
cas más felices, sino a partir de las masacres, que nos llevaban 
día a día a descubrir por la televisión y la prensa sitios recónditos 
de nuestro territorio: Honduras, La Negra, Punta Coquitos, La 
Mejor Esquina, El Salado, El Tigre, Bojayá, Granada, Comuna 
13, el Naya, San Carlos, El Placer, Bahía Portete, etc.
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Ante esta situación se abrió paso en la opinión pública la po-
sibilidad de un acuerdo de paz con la guerrilla de las FARC, que 
había logrado un gran dominio territorial y amenazaba, incluso, 
con cercar grandes ciudades como Bogotá. Este ìgiro de la opi-
niónî hizo posible el nombramiento de Andrés Pastrana Arango 
como Presidente de Colombia, con el mandato de impulsar unas 
negociaciones, que efectivamente echaron a andar el 7 de enero 
de 1999. El país cifró sus ilusiones en este proceso pero finalmen-
te todo terminó en un gran fracaso porque ni el gobierno ni las 
FARC estaban interesados realmente en una negociación y las 
conversaciones se utilizaban más como una especie de tregua, 
mientras se reorganizaban las fuerzas de la guerra. El gobierno 
optó por el conocido Plan Colombia con ayuda de los Estados 
Unidos para combatir inicialmente el narcotráfico pero luego se 
reorientó contra la guerrilla. Las FARC utilizaron los 42.000 km 
de la zona desmilitarizada del Caguán, para fortalecer sus fuer-
zas y crecer en número. Ante la arremetida de la guerrilla y la im-
posibilidad de llegar a un acuerdo, el Presidente se vio obligado 
en febrero de 2002 a clausurar las negociaciones, a pesar de que 
estas eran la justificación de su existencia.

La opinión pública dio un viraje total y se predispuso enton-
ces a demandar medidas de fuerza para acabar con las guerrillas. 
En este marco llega a la Presidencia de la República un candida-
to disidente del Partido Liberal, que a comienzos del año apenas 
si competía en las encuestas con el margen de error, pero que en 
las elecciones de mayo resultó triunfador en primera vuelta con 
una diferencia apreciable de votos sobre su contendor (5.862.655 
contra 3.514.779 de Horacio serpa). En ese momento ìla gran 
mayoría de los colombianos fingía no saber nada de su pasadoî; 
nadie se preguntaba por sus antecedentes en la Aeronáutica Civil 
o en la Gobernación de Antioquía, porque se presentaba sim-
plemente como una persona ìcon carácter y mano duraî, ca-
paz de recuperar el dominio territorial del Estado y devolver la 
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tranquilidad a los ciudadanos. Nació así la política de Seguridad 
Democrática, orientada a aplastar militarmente a la guerrilla de 
las FARC como primera prioridad. Los grupos paramilitares co-
menzaron a darse cuenta de que su labor antisubversiva había 
sido asumida por el Estado y optaron igualmente por una nego-
ciación que comienza a concretarse en 2005.

El gobierno de Álvaro Uribe no escatimó medios para comba-
tir a las guerrillas durante los primeros seis años con ìresultados 
satisfactoriosî para una parte de la opinión. Cualquier persona 
que hubiera llegado a la Presidencia de la República en 2002 de-
bía enfrentar la tarea de recuperar el dominio territorial del Es-
tado, en un momento en que las FARC hacían presencia en gran 
cantidad de municipios. Sin embargo, el problema no consiste 
simplemente en que el nuevo presidente hubiera realizado esta 
tarea sino en la forma como lo hizo.

El uso de medios ilegales para combatir a los grupos ilegales 
es una práctica que muchos Estados, bajo el ropaje de la ìrazón 
de Estadoî, han utilizado como estrategia para defender el or-
den social. Eso ocurrió, por ejemplo, en Francia con la guerra de 
Argelia que culmina en 1962 y eso ya existía en Colombia desde 
tiempos inmemoriales: el uso de las torturas o de las desaparicio-
nes, desde finales de los años 1970; la persecución de Pablo Es-
cobar por parte del Estado durante el gobierno de César Gaviria 
se hizo con base en una alianza con el llamado ìCartel de Caliî 
para conformar un grupo que se dio en llamar los Pepes (Per-
seguidos por Pablo Escobar). La conformación de ìgrupos de 
autodefensaî, en connivencia con sectores militares, que luego se 
llamarían ìparamilitaresî, es la pieza maestra de esta forma de 
combatir la ilegalidad con la ilegalidad. 

Los gobiernos anteriores habían utilizado la ilegalidad en cier-
to grado pero, con la llegada de Álvaro Uribe al poder, el uso de 
medios ilegales se entronizó en el corazón del Estado en una pro-
porción que no existía antes, bajo la actitud complaciente de una 
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opinión pública que en ese momento estaba sintonizada con el 
ìtodo valeî, con tal de acabar con las FARC. El paramilitarismo 
fue uno de los principales electores del nuevo gobierno (laîpa-
ra-políticaî), parte significativa de los antiguos funcionarios de 
Uribe terminaron en la cárcel y la cifra de 6.402 ìfalsos positi-
vosî (muchachos asesinados que se hacían pasar por guerrilleros 
para alcanzar prebendas en las filas militares) son un testimonio 
de la ilegalidad que se apoderó de la acción gubernamental. La 
primera pieza del argumento que queremos sustentar, la más im-
portante tal vez, es que la situación que estamos viviendo hoy 
en día está ìpasando la facturaî del inmenso costo social que 
representó para el país el enfrentamiento de los grupos ilegales 
con medios ilegales.

El año 2008 representa un punto de quiebre para los actores 
en conflicto: las FARC y la política de Seguridad Democrática, 
la cual comienza a ìhacer aguaî desde ese momento. La muerte 
de Raúl Reyes en un campamento en el Ecuador es el punto de 
quiebre de esta organización, al igual que la muerte del legendario 
líder histórico Manuel Marulanda Vélez. Las FARC comprenden 
la nueva situación y se repliegan a la tradicional ìguerra de guerri-
llasî en sus ìsantuarios históricosî. De manera paralela se impone 
un cambio en la política gubernamental frente al conflicto.

En 2010 llega a la Presidencia de la República el antiguo Mi-
nistro de Defensa del presidente Uribe, con su pleno apoyo para 
continuar la tarea. El nuevo mandatario mantiene la política de 
persecución de las FARC hasta el punto de que termina con la 
vida de dos de los más importantes dirigentes de la organización: 
el 22 de septiembre de 2010 es abatido Jorge Briceño, (ìmono 
Jojoyî) y el 4 de noviembre de 2011 Alfonso Cano, el nuevo co-
mandante general de las FARC. Sin embargo, al mismo tiempo 
que continuaba la lucha con el grupo guerrillero, el presidente 
Santos, desmarcándose de su mentor, se dedicó a desarrollar en 
secreto contactos autónomos para impulsar una negociación. 
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Los pactos secretos se hacen públicos en septiembre de 2012 
y a partir de allí comienzan cuatro años de negociaciones que 
culminan en 2016. El gobierno lleva a cabo una negociación re-
alista, que supera los fracasos anteriores y saca adelante unos 
acuerdos realizables y posibles, sin que eso signifique una entre-
ga del Estado al grupo armado o una ìrevolución por decretoî. 
Lo convenido gira alrededor de cuatro aspectos: reforma rural in-
tegral, participación política, fin del conflicto, implementación, 
verificación y refrendación. A diferencia de lo que habían sido 
las infructuosas negociaciones del Caguán, el documento final 
demuestra que sí hubo voluntad política de llegar a un acuerdo. 
Las reformas que se pactan, sobre todo en el terreno rural, son 
plausibles y de realizarse pondrían al país a la altura de un Estado 
moderno, como es la actualización del catastro de la propiedad 
rural, que establezca la legitimidad de las formas de propiedad, 
evite el conflicto y obligue a sus propietarios a pagar impuestos.

De acuerdo con las nuevas exigencias del Derecho Interna-
cional, no se concede una amnistía (como se había hecho antes) 
sino que se acuerda una ìjusticia transicionalî, que obliga a los 
reinsertados a confesar sus delitos para tener derecho a penas 
leves (cinco a ocho años). El acuerdo final también establece la 
posibilidad de que militares y civiles que hayan incurrido en con-
ductas delictivas, en delitos atroces o en crímenes de lesa huma-
nidad por razón del conflicto se puedan acoger a la Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP), lo que garantiza un tratamiento en 
condiciones de igualdad para los no guerrilleros. La lucha contra 
esta prerrogativa se convierte en el caballito de batalla del Centro 
Democrático bajo con la consigna de ìNo a la impunidadî. Pero 
el verdadero problema era la lucha por una ìimpunidad selecti-
vaî, que recayera exclusivamente en las FARC, excluyera el pa-
ramilitarismo, los terceros comprometidos o las acciones ilegales 
del Estado. 
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La oposición de Álvaro Uribe a las negociaciones de paz va 
generando una polarización, que se cristaliza finalmente con 
el triunfo del No en el plebiscito del 2 de octubre de 2016, que 
Santos juzgaba necesario para que el proceso tuviera plena le-
gitimidad. Como consecuencia de este fracaso se lleva a cabo 
una renegociación de lo pactado con base en las objeciones de 
los partidarios del No, con excepción de la participación de los 
excombatientes de las FARC en el Congreso de la República y la 
Justicia Especial para la Paz. Los acuerdos, a pesar de los blinda-
jes que se les habían puesto, se debilitan y se produce una relativa 
desvertebración de sus componentes. El propio Santos no es lo 
suficientemente solícito en su implementación en el último año y 
medio de su periodo presidencial, se consolida la polarización y 
algunos sectores de las FARC no se acogen a lo convenido y con-
forman las llamadas ìdisidenciasî. A pesar de su fragilidad, las 
negociaciones dieron como resultado la desactivación del grupo 
armado más poderoso y antiguo de la historia del país.

El verdadero viacrucis comienza a partir de las elecciones pre-
sidenciales de 2018 en las que compiten varios candidatos, en el 
marco de una extrema polarización: por un lado, Iván Duque 
Márquez por el Centro Democrático, que si bien no se compro-
mete de manera explícita con ìhacer trizasî los acuerdos de paz 
que proponen algunos sectores de su partido, si manifiesta un 
apoyo apenas formal. Por otro lado, el candidato de la izquierda, 
Gustavo Petro, partidario de su defensa e implementación. Los 
candidatos del centro pasan a un segundo plano pero con una 
votación significativa.

Al menos tres aspectos definen la política del nuevo gobierno 
en lo relacionado con el proceso de paz: el compromiso de echar 
para atrás aspectos esenciales de los acuerdos de La Habana; la 
defensa de la no judicialización de aquellos que habían combati-
do con medios ilegales a los grupos ilegales; y el apego al estilo 
de hacer política que había sido exitoso en el momento en el cual 
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las FARC estaban en su pleno apogeo: la promoción del miedo 
y las mentiras entre los ciudadanos para dar legitimidad a una 
política de seguridad, que se preocupara por defender su vida, 
por encima de cualquier otra prioridad. 

Sin embargo, ya ìla suerte estaba echadaî y era imposible 
detener una serie de procesos irreversibles que se venían dando 
en el plano social. El Presidente no comprendió lo que estaba 
ocurriendo, se apegó tercamente a los parámetros del modelo 
uribista de manejo del Estado, que habían sido ìútilesî en su 
momento, con el resultado de un inmenso desencuentro entre el 
gobierno y la sociedad civil, que terminó de socavar las bases de 
la legitimidad del Estado, ya maltrechas desde tiempo atrás.

La trama de este proceso es lo que el lector encontrará des-
crito en las líneas siguientes. La segunda pieza del argumento 
que queremos sustentar es que la polarización que se construye 
alrededor de los acuerdos de paz con respecto a las responsabili-
dades de terceros y de agentes estatales en el conflicto es una de 
las fuentes que a la postre contribuye a minar la legitimidad del 
Estado y a favorecer las condiciones que hacen posible la eclo-
sión del estallido social que conocemos en este momento, abril y 
mayo de 2021.

Los puntos del desencuentro
El 7 de agosto de 2018 llega a la presidencia de la República el 

señor Iván Duque Márquez, con una legitimidad relativamente 
precaria, si consideramos que la legitimidad no se limita simple-
mente a los aspectos formales relacionados con la mayoría de 
votos, sino a una serie de aspectos materiales, complementarios, 
que son tanto o más importantes que los primeros. El nuevo Pre-
sidente obtiene 10.398.689 votos, equivalentes al 54. 03% de la 
votación, contra 8.040.449 votos por Gustavo Petro, equivalen-
tes al 41.77%. La diferencia es significativa y las reglas de juego 
democráticas se cumplen a la perfección, ceteris paribus, es decir, 
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bajo el supuesto de que los votos hayan sido obtenidos sin inter-
ferencia de ìdineros calientesî o de manejos turbios del electora-
do, la compra de votos o la coacción. 

No obstante, cuando consideramos la legitimidad desde el 
punto de vista material nos encontramos con que la situación no 
era tan favorable para el nuevo Presidente. En primer lugar, la 
que ganó efectivamente la votación fue la polarización. Las cua-
lidades personales del ganador o su preparación para el oficio, 
más allá de su simpatía y su bonhomía, no incidieron mucho en 
una elección que se produjo más por oposición a un contendor 
que por méritos propios (los electores votaron a favor de Duque 
en contra de Petro y viceversa), con el aditamento de que buena 
parte de su legitimidad provenía de la delegación de un mandato 
por parte de quien era realmente el ìdueño de los votosî. Este 
apoyo, además, era relativamente precario porque el Uribe de 
2018 no era el mismo Uribe del 2008 cuando, con su alto pres-
tigio en las encuestas, apoyó al candidato Juan Manuel Santos, 
como su elegido y continuador de su proyecto. Su aprobación se 
había menoscabado en un sector importante del electorado, con 
el agravante de que había varios procesos judiciales corriendo 
en su contra, que hacían frágil el apoyo y representaban para el 
nuevo Presidente un compromiso con la tarea de garantizar su 
éxito en los tribunales.

Los dos gobiernos anteriores habían sustentado en bases 
firmes su legitimidad formal y material. Uribe había logrado 
unificar las fuerzas nacionales en un combate solidario contra 
las FARC. Santos lo había hecho a partir de la construcción de 
consensos para sacar adelante las negociaciones de paz. Ambos 
procesos ya habían concluido. El nuevo gobierno carecía de una 
bandera que permitiera definir un programa para identificar a 
los ciudadanos con los objetivos de su gestión y debía entonces 
diseñar un nuevo horizonte para el país. 
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La senadora Claudia López, con los resultados de una con-
sulta popular anticorrupción de siete preguntas realizada el 26 de 
agosto de 2018, le puso en bandeja de plata al nuevo Presidente 
una meta que bien hubiera podido remediar esta carencia. La 
participación no alcanzó el 33.33% de los votos que se requerían 
(12.140.342) pero sí logró una suma apreciable de 11.463,662, 
suficientes para justificar la aprobación autónoma de proyectos 
de ley relacionados con cada uno de los temas. Duque apoyó la 
consulta, pero luego no hizo el debido seguimiento a la suerte 
de las iniciativas en el Congreso. Transcurrieron de esta manera 
los primeros cinco meses de gobierno, sin lograr un verdadero 
arraigo entre los gobernados. Esta deriva marca el primer punto 
de desencuentro entre el gobierno y la sociedad civil, que a la 
postre da como resultado la pérdida de legitimación del Estado.

El segundo punto de desencuentro entre el gobierno y la so-
ciedad civil tiene que ver con la implementación del proceso de 
paz. El candidato ganador parece no haberse dado cabal cuenta 
de que el desmonte de las FARC había transformado radical-
mente el panorama político nacional y seguía aferrado a la vieja 
política del Centro Democrático, organizada alrededor de pro-
ducir miedo entre las gentes para después ofrecerles seguridad 
con base en mentiras y falsas consideraciones, como había ocu-
rrido en el inmediato pasado: el castrochavismo, la amenaza de 
que las FARC se iban a tomar el poder del Estado o iban a mo-
dificar la identidad de género de los colombianos.  Nada de eso 
había ocurrido.

El Ejército de Liberación Nacional (ELN) le puso al gobier-
no en bandeja de plata la posibilidad de afianzar la política de 
Seguridad Democrática, con un carro bomba detonado en la Es-
cuela de Cadetes de Policía General Santander, donde murieron 
22 cadetes. Pensando tal vez en que el ataque terrorista le daba 
un nuevo aire de legitimidad a la promesa de seguridad de su go-
bierno y con base en una frágil apreciación de las circunstancias, 



28

el Presidente se embarcó en un proceso suicida de poner obje-
ciones a 6 de los 159 artículos del Proyecto de Ley Estatutaria 
de la JEP, que ya había pasado por un control previo en la Corte 
Constitucional. La lealtad del nuevo mandatario a los intereses 
inmediatos de su mentor era la primera prioridad y, por consi-
guiente, la sintonía con la sociedad colombiana tenía un carácter 
secundario.

Las objeciones que el gobierno presenta tenían además el 
problema de que eran dirigidas contra la sentencia de la Corte 
Constitucional, que había avalado por anticipado la nueva legis-
lación y no propiamente contra la Ley en si misma. La torpeza 
era evidente porque en una democracia las sentencias de la máxi-
ma Corte son la última instancia de cualquier querella jurídica. 
El fracaso fue total y el gobierno perdió seis meses más frente 
a la posibilidad de dar una nueva legitimidad al ejercicio de su 
gestión. Los acuerdos de La Habana eran irreversibles, no sólo 
porque habían sido elevados a norma constitucional, sino tam-
bién porque habían logrado la desmovilización de más de 10.000 
combatientes, un hecho insólito en la vida nacional, que había 
contado además con el pleno apoyo de la comunidad interna-
cional. En nombre de los intereses particulares de su partido, y 
de Uribe en particular, el Presidente sacrificaba la posibilidad de 
afianzar su gestión en sintonía con un proceso que ya no daba 
vuelta atrás.

El tercer punto de desencuentro entre el gobierno y la socie-
dad civil tiene que ver con la renovada importancia que después 
de las negociaciones con las FARC adquiere el problema social. 
Durante el año 2019 se desataron movilizaciones ciudadanas en 
varios países de América Latina (Brasil, México, Ecuador, Ar-
gentina y, sobre todo, Chile) como resultado de la irrupción de 
un malestar social relacionado con la corrupción, la desigualdad, 
las pésimas condiciones de vida de amplios sectores, la amenaza 
de perder los escasos logros sociales alcanzados, la dificultad de 
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poner en marcha las posibilidades de cambio que ofrecían las ins-
tituciones democráticas y los estragos producidos por el modelo 
neoliberal en las últimas décadas. 

Algunos veían allí un complot originado en Cuba o en Vene-
zuela y en el transcurso del año muchos temían que se produjera 
un ìcontagioî al existir en Colombia condiciones propicias simi-
lares a las del resto de los países de América Latina. El hecho fue 
que la ìréplicaî se dio y el 21 de noviembre de 2019 se produjo 
una movilización sin antecedentes en la vida política del país, 
no focalizada en un aspecto específico, con gentes venidas de 
muy diversa procedencia, que buscaban expresar a sus anchas el 
malestar. La movilización fue espontánea, sin liderazgos claros y 
precisos, frente a un Estado que de manera crónica había fraca-
sado en dar respuesta a sus inquietudes. 

El gobierno no se sintonizó una vez más con lo que estaba 
ocurriendo y, de manera eufemística, estableció mesas de ìcon-
versaciónî y no de negociación, que finalmente no llegaron a 
nada. El Presidente seguramente pensó que con la llegada de 
la pandemia la protesta ciudadana ya no tendría justificación y 
las reivindicaciones sociales de ese momento pasarían a segun-
do plano, sofocadas por la gravedad del virus que se salía de la 
esfera de su dominio. La posibilidad del contagio introducía un 
nuevo motivo de temor que alimentaba y reemplazaba el miedo 
anterior, que había sido la clave de la política de Seguridad De-
mocrática.

La violencia en Colombia siempre ha sido positivamente fun-
cional para el sostenimiento del statu quo, razón por la cual mu-
chos líderes políticos se han empeñado en conservar cierta dosis 
de conflicto con los grupos armados, porque permite mantener 
atemorizada a la población y dar legitimidad a banderas políticas 
que se comprometen con la defensa de la vida más que con los 
intereses generales de los ciudadanos. En el gobierno del presi-
dente Álvaro Uribe se afianzó una tendencia que venía de tiempo 
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atrás: las reivindicaciones sociales pasaron a un segundo plano 
y el tema de la seguridad se elevó al primer rango: a la gente no 
le importaba que no tuviera comida, vivienda o salud con tal de 
que pudiera conservar su vida. Sin embargo, la situación había 
cambiado significativamente y el gobierno parecía no percatarse.

La experiencia histórica enseña que el auge de grandes pe-
ríodos de violencia va de la mano por lo general con el apla-
zamiento de las reivindicaciones sociales de cualquier tipo que 
sean. Un prerrequisito de la generalización de la Violencia de los 
años 1950 fue el aplastamiento de las movilizaciones laborales y 
sindicales en auge durante los años 1940. Entre 1949 y 1958 el 
escenario estuvo dominado por el enfrentamiento sangriento y 
atroz entre liberales y conservadores, pero cuando se inaugura el 
Frente Nacional y esta confrontación pasa a un segundo plano, 
regresan los conflictos sociales. El primer paro cívico organizado 
fue promovido por los habitantes del barrio Tunjuelito de Bogotá 
en 1958, que se unieron para protestar contra la construcción del 
relleno sanitario de doña Juana cerca de sus residencias. 

A partir de allí se generalizan los paros cívicos contra el alto 
costo de la vida, el acceso a los servicios públicos y otras necesi-
dades de la población; y regresan las huelgas que se habían inte-
rrumpido por la Violencia, como las que se presentan en esos años 
en los ingenios azucareros del Valle del Cauca contra la ìcláusu-
la de reservaî que permitía el despido expedito de los trabajado-
res; la huelga de Avianca en 1961, la de Coltejer en 1962, la de 
cementos El Cairo (hoy Argos) en Antioquía, la de Celanese en 
Yumbo y así por el estilo. La violencia siempre ha sido la mejor 
manera de sabotear las movilizaciones sociales de la población y 
anular cualquier demanda por la defensa de sus intereses. 

Con el éxito de las negociaciones con las FARC la agenda 
social volvió a estar en primer plano, pero el gobierno parece no 
haberlo comprendido. Más aún, la tendencia dominante ha sido 
por lo general a tratar las movilizaciones sociales con mentali-
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dad complotista, asignar las responsabilidades de su irrupción 
a intenciones políticas mezquinas con nombre propio, negar su 
arraigo en la población y su carácter espontáneo, como ocurre 
hoy en día. Esta actitud corrobora la ceguera gubernamental a 
este respecto.

 El cuarto punto de desencuentro entre el gobierno y la socie-
dad civil tiene que ver con que el Presidente tampoco entendió 
que la época de las ìfake newsî, de las mentiras y el temor para 
movilizar a las gentes en favor de una causa política, que había 
tenido su momento de esplendor en 2016 con la elección en los 
Estados Unidos de Donald Trump y en Brasil de Jair Bolsonaro, 
el triunfo de los partidarios del Brexit en Gran Bretaña y de los 
partidarios del No en Colombia, se había agotado.

Las elecciones regionales llevadas a cabo el 27 de octubre de 
2019 para designar gobernadores, alcaldes, diputados y conce-
jales enviaron un mensaje que el gobierno tampoco quiso inter-
pretar. La gran sorpresa fue que, en esta ocasión, en lugar de 
reafirmarse las redes locales de poder, los aparatos clientelistas, 
las compras de votos e incluso la violencia, los electores le dije-
ron no a la corrupción, a los extremos y a la polarización. Por el 
contrario, se perfiló una opción de centro y aparecieron diversos 
signos de renovación política: el voto de opinión independiente, 
la presencia de nuevos candidatos, la participación de los jóve-
nes y las mujeres, la importancia del voto en blanco, la irrupción 
de nuevas opciones políticas. El gran perdedor fue el partido de 
gobierno que no supo sintonizar sus proyectos en el plano local 
y regional con la nueva situación política del país, en la que los 
gobiernos municipales y departamentales están llamados a tener 
un nuevo protagonismo.

La torpeza del gobierno quedó demostrada por el apoyo dado 
al Partido Republicano y a la reelección de Donald Trump en 
Estados Unidos -el principal adalid del modelo de los miedos y 
las ìfake newsî- en clara ruptura con la política bipartidista que 
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había mantenido desde siempre el Estado colombiano frente a 
las elecciones en ese país. La gran sorpresa es que ese modelo se 
había agotado y los electores norteamericanos querían otra cosa, 
tal como sucedió con la elección de Joe Biden, un personaje que 
cambió la orientación política de su país. El nuevo Presidente no 
sólo había estado en la firma de los acuerdos de La Habana en 
Cartagena en 2016, sino que apoyaba abiertamente el proceso 
de paz, se oponía a la violencia contra los líderes sociales y las 
masacres y no estaba dispuesto a favorecer el desmonte de la JEP.

Por lo demás, el miedo y la mentira ya no tienen la misma 
fuerza en la gente como forma de legitimación de un gobierno. 
El Presidente de la República aparece en la televisión el 27 de 
abril diciéndole a los ciudadanos que no marchen porque existe 
la amenaza de contagiarse, en una forma eufemística de evitar 
que la movilización hiciera presión contra la reforma tributaria 
que estaba en proceso de aprobación. Tenía toda la razón. Pero lo 
que no entendía es que los ciudadanos ya no creen en las menti-
ras con la misma ingenuidad de antes. Han surgido nuevas redes 
sociales que se oponen a su difusión, los cibernautas exigen que 
quien difunda una noticia la verifique primero. Además, como 
decía un marchante, la gente le ha perdido el miedo al riesgo 
y ya no demanda como prioridad la seguridad, porque prefiere 
ìmorir de covid a morir de hambreî. 

El quinto punto de desencuentro entre el gobierno y la socie-
dad civil tiene que ver con que la pandemia ponía en cuestión 
en el mundo entero los postulados básicos del Estado neoliberal, 
que se venía construyendo desde décadas atrás. El neoliberalis-
mo consiste en una propuesta de reducir el Estado a sus mínimas 
proporciones y garantizar la libre iniciativa de los ciudadanos, 
bajo la idea de que el emprendimiento de cada cual es la clave 
de su prosperidad y contribuye al bienestar de la sociedad en su 
conjunto, a la manera de la ìmano invisibleî de Adam Smith, 
que reconcilia el interés privado con el interés público. A dife-
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rencia del welfare state, imperante en el mundo durante los ì30 
gloriososî (1945-1975), el proyecto neoliberal propone que los 
gobiernos se desprendan de cualquier tipo de compromiso con 
la asistencia social de los ciudadanos, la cual debe ser asumida 
por el mercado, en la lógica de un ìcapitalismo salvajeî, como 
ya había ocurrido en Colombia con la salud y se había intenta-
do con la educación. La pobreza en este marco neoliberal no es 
interpretada como un problema estructural de la sociedad sino 
como resultado de una falta de emprendimiento por parte de los 
ciudadanos.

La llegada de la pandemia pone el péndulo a oscilar de nuevo 
del lado del Estado, como el agente primordial cuya intervención 
permite superar una tragedia, de la que el mercado no se puede 
hacer cargo. No sólo porque se requiere atención urgente a los 
ciudadanos que caen en la miseria, pierden sus empleos o tienen 
que abandonar sus actividades informales para huir de la peste, 
sino también porque el Estado, ante la crisis económica, es la 
única entidad que tiene posibilidades de intervenir para evitar 
una hecatombe mayor. Esto ocurría en la mayor parte de los paí-
ses del mundo.

El desencuentro del gobierno con la sociedad civil tiene que 
ver entonces con que el gobierno obró como si nada hubiera ocu-
rrido y propuso una reforma tributaria inscrita en la más pura 
ortodoxia neoliberal, para superar la crisis fiscal que se había pre-
cipitado y garantizar la asistencia social. La reforma ofrecía a los 
ricos y a los grandes capitales ìregalos tributariosî, subsidios y 
grandes recursos, y los eximía de pagar altos impuestos, bajo la 
idea de que lo más importante era garantizar el funcionamiento 
de sus negocios para que, con base en la ìteoría del rebosamien-
toî, su prosperidad redundara en beneficios para el resto de la 
sociedad. 

El principal problema de la reforma tributaria es que, para 
obtener los recursos que el Estado necesitaba, cargaba a la po-
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blación, de la clase media para abajo, con impuestos indirectos y 
con impuestos de rentas a los pequeños asalariados, sin tener en 
cuenta la precarización de las condiciones laborales. La política 
social, que aparece en este marco como un elemento residual, 
buscaba ante todo mantener a la gente en la pobreza con subsi-
dios mensuales de $160,000 (cuarenta dólares aproximadamen-
te), una suma irrisoria para la supervivencia de una familia. A 
este embate neoliberal contra la sociedad se agregaba una ley de 
reforma de la salud, que acentuaba su carácter de negocio priva-
do y liberaba al Estado de sus obligaciones en este campo, sobre 
todo del sostenimiento de los hospitales públicos, y obligaba a los 
ciudadanos a financiar con pólizas las enfermedades futuras que 
pudieran padecer, de acuerdo con el modelo de Estados Unidos.

El sexto punto de desencuentro entre el gobierno y la socie-
dad civil tiene que ver con que  el grupo dominante en el poder 
y los sectores civiles que lo apoyan, con gran incultura política, 
no entienden que la verdadera garantía para la continuidad y el 
mantenimiento de una sociedad es el ejercicio pleno de la demo-
cracia la cual, además de ser un régimen fundado en la soberanía 
popular es un conjunto de instituciones y de valores orientados 
a poner límites al ejercicio omnímodo y arbitrario del poder, a 
través de poderes públicos independientes que se fiscalicen entre 
si, de un Congreso que ejerza funciones de control político de 
las decisiones del Ejecutivo y de una sociedad civil fuerte que 
defienda sus derechos. 

En contravía con esta verdad de a puño el grupo dominante 
se ha apoderado de todos los mecanismos de control del ejercicio 
del poder (la Fiscalía, la Contraloría, la Procuraduría, la Defen-
soría del pueblo), aspira a controlar el Banco de la República 
(una entidad que la Constitución de 1991 protegió de la influen-
cia directa del gobierno central) y las grandes cortes judiciales. 
El apoderamiento de estas instituciones ha sido el golpe final a 
la legitimidad del Estado. Ya nadie cree en la Fiscalía y en sus 
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investigaciones amañadas para favorecer los intereses políticos 
dominantes (como ha ocurrido en el caso del proceso por fraude 
procesal y soborno a testigos contra Álvaro Uribe) o para en-
tablar procesos contra candidatos para sacarlos de la contienda 
electoral (el proceso contra Sergio Fajardo por irregularidades 
en contratos cuando era gobernador de Antioquía), ni tampoco 
en la independencia de las demás instituciones para ejercer sus 
funciones. Cuando aparece un informe de la Defensoría del pue-
blo los ciudadanos se preguntan cuál es su sesgo, porque se ha 
perdido la confianza en el Estado. 

Los sectores dirigentes seguramente encuentran cómodo que 
las principales instituciones fiscalizadoras estén controladas por 
el gobierno, pero no han entendido que para ellos mismos, para 
la legitimidad y la eficacia de sus funciones, para el manteni-
miento del orden social, es muy importante que existan entida-
des de fiscalización. Otra sería la situación si ante la grave si-
tuación provocada por la pandemia los mecanismos de control 
del ejecutivo estuvieran funcionando y el Presidente no hubiera 
tenido las funciones discrecionales de legislar por decreto, o pu-
diéramos contar con datos confiables sobre los daños de las últi-
mas semanas.

Detrás de todas las ìincomprensionesî del gobierno con res-
pecto a la marcha de la sociedad parecería existir una ìimperi-
ciaî de los dirigentes: un presidente novato que llega al poder a 
los 42 años, sin ninguna experiencia en la administración pública 
después de permanecer más de una década en el exterior en un 
cargo de poca importancia y sin contacto con la realidad colom-
biana, acompañado de un equipo de gobierno conformado por 
inexpertos compañeros de Universidad.

Pero realmente la miopía de los sectores dominantes no es el 
problema fundamental. Desde el punto de vista de los intereses 
particulares que los eligieron ejercen muy bien su función de de-
fender la política de la Seguridad Democrática y los intereses de 
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su mentor y desde esta perspectiva, entender que el Estado no es 
simplemente el instrumento en manos de un grupo dominante, 
sino un ente que tiene que comprometerse con los intereses ge-
nerales de una sociedad, es un problema secundario. Tal vez el 
gran error del Presidente es haber confiado desmesuradamente 
en que amparado en la supuesta legitimidad que le daba ser es-
cogido por el ex presidente Álvaro Uribe podía sortear todos los 
obstáculos, sin tener en cuenta los procesos sociales que plantea-
ban exigencias inéditas que obligaban a reformular los modelos 
anteriores.

En síntesis, pues, el resultado es que nos encontramos en este 
momento con un Estado cuya legitimidad se encuentra en entre-
dicho. Los ministros actúan como rueda suelta porque no saben 
muy bien a quién obedecer. Los discursos del Presidente son li-
bretos prefabricados y parecen el informe de un mando medio, 
como si el poder no estuviera en sus manos. El expresidente Uri-
be toma decisiones y hace contactos de paz con el ELN sin con-
sultar con el Comisionado de paz. Los grupos privados se arman 
en las ciudades para defenderse por sí mismos. Las encuestas 
que miden el desprestigio del Presidente lo ubican en un 76%. 
Los jóvenes expresan de manera permanente su desacato con la 
autoridad política.

Si el gobierno hubiera asumido como bandera propia llevar a 
buen término los acuerdos de La Habana, seguramente la actual 
situación no sería la misma. Pero, en lugar de adecuar sus accio-
nes a las nuevas tendencias de la sociedad, se empeñó en man-
tener un modelo anterior, que había demostrado su eficacia en 
el momento en que las FARC estaban vivas, pero que ya no fun-
ciona. Estamos ahora frente a nuevas exigencias provenientes de 
situaciones históricas inéditas que es imposible echar para atrás.

El problema que se presenta en este momento no se soluciona 
simplemente con atender las demandas sociales de la gente sino 
con cambiar la forma como la autoridad política se ha venido 
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ejerciendo. La pérdida de la legitimidad del ejercicio del poder, el 
derrumbe de su ìeficacia simbólicaî como garante de la integra-
ción de la sociedad y como punto de referencia para la construc-
ción de las identidades colectivas, se ha presentado en Colombia 
en varias ocasiones. La primera en 1949, con posterioridad al 9 
abril, que dio como resultado el desencadenamiento incontro-
lado de la violencia en los años posteriores; y la segunda entre 
1989 y 1990 después de la muerte de Luis Carlos Galán, bajo la 
presión del narcotráfico, que dio origen a la Constitución política 
de 1991. La situación de ahora se puede empeorar, si no se pro-
ducen replanteamientos y acciones que contrarresten la tenden-
cia imperante al derrumbe instrumental y simbólico del Estado.

Cuando nos preguntamos por qué se produce una revolución, 
un fenómeno masivo de violencia o una movilización como la 
que estamos viviendo, además de poner el énfasis en el malestar 
social, hay que buscar dónde está el poder y como se ejerce. Las 
revoluciones o las grandes crisis sociales ocurren no sólo como 
resultado de la explosión de las condiciones sociales, sino porque 
la gente percibe que el lugar del poder está vacío y se lanza a las 
calles con el riesgo de que se desencadenen fuerzas sociales im-
predecibles, como el vandalismo que ahora conocemos. La res-
puesta violenta del Estado es la mejor muestra de su debilidad y 
de la precariedad de su legitimación. 

La gran tragedia nacional
¿A qué se debe la precaria legitimidad del Estado en Colom-

bia? En las líneas anteriores hemos trazado un recorrido histó-
rico cuyo punto de partida fue mostrar que en el momento en 
que este país se encontró asediado por las guerrillas de las FARC 
optó más que nunca por el uso de medios ilegales para comba-
tir a grupos ilegales, con todos los instrumentos disponibles del 
ìtodo valeî. La gran tragedia nacional surge en el momento en 
que se pasa al inevitable capítulo siguiente de entablar negocia-
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ciones con grupos armados que ya habían sido derrotados y de-
finir, de acuerdo con las normas del Derecho Internacional, las 
responsabilidades en el conflicto, en el marco de una ìjusticia 
transicionalî, cuya máxima expresión ha sido la JEP.

Aparece entonces una polarización alrededor de si las respon-
sabilidades deben ser asignadas de manera exclusiva a los ex gue-
rrilleros de las FARC o si deben ser extensivas a los autores de 
delitos, crímenes atroces y de lesa humanidad que se cometieron 
en el combate por su exterminio, militares o civiles. Por un lado, 
están los partidarios de penas leves para los responsables (cinco 
a ocho años), cualesquiera que sean, ya que no sería justo, como 
ocurrió con el caso del Palacio de Justicia, que se concedan pre-
rrogativas penales a los guerrilleros y se condene a militares y ci-
viles a pagar largas condenas de prisión en el marco de la justicia 
ordinaria. 

Por otro lado, están los que consideran que los únicos res-
ponsables son los guerrilleros, y cualquier cosa que hubieran po-
dido hacer otros actores sociales o políticos fue de ìbuena feî, 
resultado de las circunstancias o de la legítima defensa frente a 
una ìamenaza injusta, inminente y actualî de acuerdo con los 
términos del numeral 6 del Artículo 32 del actual Código Penal. 
Se plantea así un criterio diferencial frente a la participación en 
el conflicto y una especie de ìimpunidad selectivaî, a pesar de 
la falta de proporcionalidad de la reacción frente a la agresión.

Todo el mundo está de acuerdo con la paz. Sin embargo, las 
negociaciones con las FARC se volvieron inaceptables para un 
sector importante de la opinión nacional, no porque ìantiguos 
criminalesî (como se suele denominar a los exguerrilleros), se re-
integren a la vida civil y no paguen elevadas condenas de acuer-
do con las normas vigentes, sino debido a que el juzgamiento 
de las responsabilidades compromete a muchos otros sectores. 
Este es el verdadero origen de la polarización a pesar de que se 
encubra con otras banderas, como el rechazo a la participación 
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de los exguerrilleros en el Congreso de la República o a las cir-
cunscripciones de paz para las víctimas, la denuncia de los gastos 
ìexcesivosî del Estado en el proceso de rehabilitación o en el 
apoyo a la reinserción de los excombatientes, etc. Estos aspectos 
son secundarios frente al problema central.  Colombia está pa-
gando en este momento un elevado costo por la magnitud que 
en un momento dado alcanzó la política de combatir con medios 
ilegales a grupos ilegales.

La imposibilidad de encontrar una conciliación entre las di-
ferentes posturas frente a las responsabilidades en el conflicto es 
el eje de la gran tragedia histórica que nos destroza, en el sentido 
griego de la palabra tragedia, como oposición entre dos puntos 
de vista opuestos y excluyentes, cada uno de los cuales reclama 
su propia validez. Allí se encuentra la clave de la polarización, 
que ha llevado, primero, a la pérdida de legitimidad del Estado y, 
segundo, a la explosión social que estamos viviendo.





OTRA VUELTA DE TUERCA
La codicia de las élites en la pandemia

Carlos Humberto Ortiz Quevedo1

La política
Las manifestaciones masivas de finales de 2019 y principios de 

2020 expresaron la profunda insatisfacción de los colombianos 
con el statu quo. Pero la capacidad de aguante de los colombia-
nos, la promesa incumplida de un diálogo nacional y el temor al 
contagio contuvieron momentáneamente el movimiento social. 
El gobierno no ganó ni resolvió nada. Lo que logró fue mantener 
a fuego lento una olla a presión de sufrimiento y carencias, hasta 
que la política económica nacional, impulsada por la codicia de 
las élites, calentó aún más los ánimos de los colombianos y pro-
vocó un estallido social sin precedentes en la historia nacional de 
las últimas décadas.

1 Economista, Doctor en Economía. Profesor del Departamento de Economía de la 
Universidad del Valle. Coordinador del grupo de investigación Desarrollo Económico, 
Crecimiento y Mercado Laboral y director del Centro de Investigaciones y Documenta-
ción Socioeconómica (CIDSE) de la misma universidad. 

Este texto está basado en la participación en varios eventos:
-Seminario: Salud y Economía ante la pandemia en Colombia, Universidad de An-

tioquia, Mayo 8 de 2020 (https://youtu.be/1vwSE12jZ-c).
-Simposio: Retos y aportes para la recuperación económica de Cali, Centro de Inte-

ligencia Económica y Competitividad de la Secretaría de Desarrollo Económico de Cali, 
Octubre 28 de 2020 (https://drive.google.com/file/d/1j4EpVlNXZPgvYW64ebrNSL-
JFG39Y0qf1/view?usp=sharing).

-Minimum wage, unemployment insurance and universal basic income in a wealth 
concentration process: a theoretical approach, Charlas de los Viernes, Universidad del 
Valle, Mayo 7 de 2021 (https://us02web.zoom.us/j/87528329731?pwd=VlRJeGx-
FT2hxMkVnZURDd0tUN3pVUT09).
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Amparado en la pandemia y anhelando cumplir sus com-
promisos políticos y económicos con las élites nacionales, el go-
bierno del Centro Democrático pretendió completar la reforma 
tributaria, la reforma de la salud y la reforma pensional. Todas, 
pero especialmente las dos primeras, se diseñaron a favor de los 
grandes capitales y del sector financiero. La reforma pensional 
se desactivó, en cierta forma, porque la aspiración de las Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones de acabar con el régimen de 
prima media (Colpensiones) y aumentar la edad de jubilación 
era ya demasiado; además, su viabilidad dependía de una refor-
ma que flexibilizara aún más el mercado laboral. Con la reforma 
a la salud quiso el gobierno recargar el costo de las enfermedades 
más costosas en los pacientes y en sus familias con la exigencia 
de garantías sobre su patrimonio. Con la reforma tributaria se 
quiso mantener incólumes los beneficios y las exenciones que les 
concedió el gobierno a las grandes empresas y a los más ricos en 
2019, y se pretendía financiar el costo de la pandemia con im-
puestos indirectos (IVA) que recaerían fundamentalmente sobre 
los trabajadores y sobre la clase media (también compuesta de 
trabajadores). Entonces la gente no aguantó más. El gobierno 
Duque y las élites pretendieron dar ìotra vuelta de tuercaî y se 
encontraron de frente con la indignación de los más frágiles, es-
pecialmente en las ciudades más grandes del país.

El gobierno sabía lo que arriesgaba. Pero las élites entendie-
ron que la baja popularidad del presidente no les garantizaba la 
continuidad en el poder para lograr, al fin, las tan anheladas re-
formas. Y evaluaron mal, pensaron que la capacidad de aguante 
del pueblo los iba a dejar salirse con la suya, y decidieron aprove-
char las circunstancias. Claro, para eso también se necesitaba un 
ìcruzado neoliberalî (mejor sería decirle corporativista) como 
el ministro Carrasquilla en el control de la política económica2. 

2 Ciento diecisiete (117) municipios pobres de Colombia cayeron en la trampa de los 
famosos ìBonos de Aguaî. Ahí se incluye Buenaventura, que todavía hoy no resuelve sus 
problemas de acueducto y alcantarillado, pero que sí quedó con una deuda de $43.500 
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Y entonces se quemó no sólo el ministro sino todo el gobierno. 
Hoy, chamuscados y adoloridos, no saben cómo resolver la situa-
ción, y la reacción instintiva, primaria, del régimen oligárquico 
fue la represión policial. Craso error. 

Los medios nacionales e internacionales no dejaron de ob-
servar la violación oficial del derecho a la protesta y la vulnera-
ción de los derechos humanos, incluyendo ataques brutales no 
sólo contra los manifestantes sino también contra la población 
de las vecindades de la protesta3. Por supuesto, siempre es posi-
ble argüir razones: los vándalos, el terrorismo, la movilidad, el 
desabastecimiento, etc.4 Pero la verdad es que los vándalos, pro-
bablemente organizados, son una pequeña minoría. Fue enton-
ces cuando el gobierno se decidió por la opción de las mesas de 
diálogo; pero optó por la estrategia de aplazar y dilatar, como lo 
hizo en 2019, para apostarle así al cansancio de las masas. Otro 
error. Ya completamos un mes de protestas continuas a lo largo 
y ancho del país (finales de mayo de 2021).

Cali se ha convertido en el epicentro del terremoto social por-
que en ninguna otra de las principales ciudades capitales del país 
aumentó tanto la pobreza: de 2019 a 2020 la incidencia de la 
pobreza monetaria de Cali aumentó de 21.4% a 36.6% (casi se 
duplica); todavía no alcanza el promedio nacional, 42,5%, pero 
su ritmo de empobrecimiento fue mayor. Y también aumentó el 
hambre: según el DANE, en el trimestre de noviembre de 2020 
a enero de 2021 (en medio de la pandemia), sólo el 76% de los 
hogares caleños tenía tres comidas diarias, antes del inicio de la 

millones. Los ìbonos de aguaî fueron diseñados por Carrasquilla como empresario para 
enriquecerse con su empresa, Konfigura Capital, aprovechando su conocimiento de la 
política de endeudamiento que diseñó como Ministro de Hacienda de los dos gobiernos 
del presidente Uribe.

3 ìLa policía de Colombia sofoca las protestas de forma violenta y mortal, según 
muestran videosî, The New York Times, 27 mayo de 2021. https://www.nytimes.com/
es/2021/05/27/espanol/protestas-colombia-videos.html

4 ìEn nuestra época, tan reflexiva y razonadora, no llegará muy lejos quien no sepa 
aducir una razón fundada para todo, por muy malo y errado que ello sea. Todo el mal que 
se ha hecho en el mundo, se ha hecho por razones fundadasî (Hegel, La Enciclopedia, 
primera parte, citado por Marx, El Capital, T. I, pie de página 70).
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pandemia ese porcentaje ascendía a 94.6%; como la situación 
no ha mejorado se puede concluir que en este año de 2021 por 
lo menos uno de cada cuatro hogares aguanta hambre en la ìsu-
cursal del cieloî (100% ñ 76% = 24%). Además, se disparó el 
desempleo, especialmente entre los jóvenes, cuya tasa correspon-
diente para febrero de 2021 llegó a 25,8%; la de las mujeres jóve-
nes es aún mayor, 31.9%. También se añade a esta problemática 
la carencia de oportunidades educativas para los niños y los 
jóvenes. Finalmente, los datos nacionales señalan que la pande-
mia la han sufrido en mayor proporción los estratos 1 y 2 de la 
población (69% de los fallecimientos según el DANE), que con el 
estrato 3 (21%) completan el 90%. Así, pues, para los más pobres 
y jóvenes la vida es una promesa de frustración.

Los determinantes estructurales de la crisis
En diferentes trabajos realizados con el grupo de investigación 

Desarrollo Económico, Crecimiento y Mercado Laboral, y siguiendo la 
tradición analítica de Adam Smith, hemos sostenido que la di-
versificación productiva intensiva en ciencia y tecnología (lo que 
el padre de la economía política denominó división del trabajo) 
y la capacidad de compra de la población (lo que el mismo autor 
denominó extensión del mercado) son determinantes fundamen-
tales del crecimiento económico de largo plazo (Ortiz y Jiménez, 
2016 y 2017; Ortiz, Jiménez y Cruz, 2019).

Con respecto a la diversificación productiva hemos analizado 
que en los primeros 70 años del siglo XX el país experimentó un 
proceso relativamente sostenido de industrialización (la indus-
tria manufacturera despegó a principios del siglo XX y para 1974 
aportaba el 23.4% del PIB); pero luego el país se desindustrializó 
(para 2018 la industria manufacturera ya sólo aportaba el 12% 
del PIB). Esta reversión estructural ñde la industrialización a la 
desindustrialización- marcó también la reversión de la dinámica 
económica de largo plazo del país: la tendencia del crecimiento 
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económico paso de la aceleración a la desaceleración. Después 
de la crisis de los años 1930 el país creció a un ritmo de largo 
plazo del 3%; en 1970 el ritmo mencionado había aumentado al 
6%, pero luego cayó sistemáticamente: durante el período 2014-
2019 (después de la caída de los precios del petróleo) el promedio 
de la tasa de crecimiento anual del país en términos reales se 
situó en 2,8%. Así, pues, el país perdió significativamente con el 
abandono de la política industrial. El siguiente cálculo es reve-
lador: entre 1970 y 2015 la economía colombiana creció a una 
tasa promedio anual de 4%; si se hubiera mantenido la tasa de 
crecimiento de largo plazo de 1970, 6%, el PIB de 2015 hubiera 
más que duplicado el que efectivamente se logró5. El país hubiera 
estado así en mucho mejor posición para afrontar sus retos.

Las decisiones de política económica que inducen la desin-
dustrialización nacional se resumen en el desmonte de la política 
de desarrollo industrial con apoyo del Estado, que incluyó en su 
momento la inversión de capitales públicos. Las políticas aper-
turistas desde los años 1990 reforzaron la desindustrialización al 
reorientar aún más la economía hacia las actividades productivas 
intensivas en los recursos abundantes del país: recursos naturales 
y trabajo no calificado. De ahí la expansión del sector minero y 
de la agroindustria, sectores exportadores (se incluye la produc-
ción de drogas ilícitas), y de las actividades no transables, como 
la construcción y el sector financiero. De hecho, el predominio 
creciente del sector financiero del país, que llevó a la constitución 
del oligopolio más importante y fuerte del país, se construyó des-
de los años 1970.

Hemos sostenido reiteradamente en nuestro grupo de inves-
tigación que el principal motor del crecimiento económico na-
cional, la diversificación productiva en actividades intensivas en 
ciencia y tecnología (la industrialización), se desactivó desde los 
años 1970. Y desde entonces la economía colombiana experi-

5  El cálculo correspondiente es el siguiente: [1,06/1,04]45 å 2,36.
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menta una disminución sostenida de las ganancias en producti-
vidad multifactorial. Ese es el determinante principal de la dismi-
nución tendencial de la tasa de crecimiento económico.

Además, la política de precarización del trabajo ha sido un 
objetivo del nuevo modelo de desarrollo económico: ante la baja 
dinámica de la productividad multifactorial, que se explica por 
el rechazo de las élites a seguir la vía difícil de la industrializa-
ción, la competitividad, condición sine qua non de las economías 
abiertas, se buscó por la vía fácil del abaratamiento del trabajo. 
Se aplican entonces de forma sistemática las políticas de flexibili-
zación laboral y represión sindical. El abaratamiento del trabajo 
junto con la creciente informalidad laboral, que se explica fun-
damentalmente por la escasa creación de empresas de alta pro-
ductividad, ha generado una disminución sistemática de la capa-
cidad de compra de los colombianos. Según nuestros cálculos, 
basados en las cuentas nacionales del DANE, si a principios de 
los años 1980 el trabajo percibía alrededor del 43% del producto, 
en la actualidad sólo percibe el 33%.

En los medios académicos es ampliamente aceptado que la 
capacidad de compra de la población y, por ende, la demanda 
efectiva, es el principal determinante del nivel de actividad eco-
nómica de corto plazo, como pensaba J. M. Keynes (1936). No 
obstante, y siguiendo la tradición post-keynesiana, lo que nues-
tros trabajos han encontrado para Colombia es que la capacidad 
de compra de la población, especialmente la de las cinco ciuda-
des más grandes (Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla y Bucara-
manga), también es un determinante positivo y significativo del 
crecimiento de largo plazo.

A los historiadores y políticos tradicionales de Colombia se 
les llena la boca de orgullo cuando dicen que aquí no hubo po-
pulismo. Lo que deberían decir es que la política colombiana ha 
sido dictada y dirigida para y por las élites desde la colonia (Ca-
ballero, 2016); y que lo que aquí se construyó fue un régimen 
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oligárquico y cerrado que se caracteriza por privilegios para los 
poderosos y exclusiones para los demás, con algunos avances so-
ciales (salud, educación, electrificación, etc.) que no cerraron de 
ninguna forma la brecha entre la vida opulenta de los menos y, 
haciendo abstracción de una pequeña clase media acomodada, 
la pobreza de los demás. 

Las cifras al respecto son incontrovertibles: para octubre de 
2020, el DANE estima que el 15.2% de los trabajadores recibe el 
salario mínimo y 48.6%, casi la mitad, gana aún menos. Suman-
do las anteriores participaciones se deduce que el 63.8% (casi dos 
terceras partes) de la población laboral vive para la subsistencia. 
En términos de ingresos generales el país cuenta con una de las 
concentraciones más altas de Latinoamérica: para 2018 se esti-
mó que el índice de Gini del ingreso de Colombia era de 51.7 
(la escala va de 0 a 100), sólo superado por Haití. De hecho, el 
1% de la población concentra el 40% de la riqueza. Para 2017 
el índice de Gini de la tenencia de la tierra se situó en 90. Y el 
índice de Gini de las cuentas bancarias fluctúa entre 95 y 97. La 
pobreza monetaria antes de la pandemia era de 34.7% en 2018, 
subió levemente a 35,7% en 2019 y en 2020, con la pandemia, 
saltó a 42.5%.

Había que hacer algo. Pero el elitismo del gobierno y la aver-
sión del exministro a las soluciones públicas, impidieron que, 
como en otros países, se recurriera al ahorro o al endeudamiento 
público para financiar adecuadamente la capacidad de compra 
de los más pobres. Sólo 2.6 millones de personas han recibido un 
Ingreso Solidario de apenas $160.000 mensuales (el 18% del sala-
rio mínimo legal de 2020), mientras la pobreza seguía creciendo 
y en 2021 afecta a 21 millones de colombianos. También había 
que apoyar a las empresas. Se recurrió, como siempre, al recur-
so de darle liquidez a los bancos para que financiaran las em-
presas. Vano empeño, sólo ganaron los banqueros y las grandes 
empresas. Las pymes, que generan el 80% del empleo nacional, 
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no pudieron acceder a esos recursos porque los banqueros prefi-
rieron prestarles a las empresas que ofrecían garantías y, además, 
aumentaron las tasas de interés.

Entonces la demanda agregada colapsó. La contracción de la 
actividad productiva disminuyó los ingresos de los hogares, au-
mentó el desempleo (según la medición armonizada de la OIT la 
tasa de desempleo de Colombia pasó de 10,5% en 2019 a 17,3% 
en 2020), aumentó la pobreza (como ya se dijo el índice de po-
breza monetaria ascendió al 42,5% en 2020 y comprometió el 
bienestar de veintiún millones de colombianos) y se generó la 
mayor recesión en la historia de Colombia (la caída del PIB en 
el mismo año fue del 6,8%). Los datos cuya fuente no se cita son 
del DANE.

Gran parte de esta situación se explica por la reversión desde 
los años 1970 del proceso de industrialización impulsado por el 
Estado. Se perdió así uno de los motores del crecimiento econó-
mico acelerado que experimentó el país en ese período. Con la 
apertura económica de 1990 ese proceso sólo se reforzó, y la ten-
dencia a la desaceleración de la economía se profundizó. Ade-
más, el país se especializó en actividades terciarias poco inten-
sivas en ciencia y tecnología. Como resultado la transformación 
industrial del país se revirtió, la creación de empresas modernas 
disminuyó, aumentó la informalidad laboral y la remuneración 
de los trabajadores se resintió. Además, para sostener la compe-
titividad, se buscó abaratar los costos salariales con políticas de 
flexibilización del trabajo que terminaron por pauperizar a los 
trabajadores.

¿Qué hacer?
En primer lugar, hay que terminar de vacunar a la población. 

En este campo como en tantos otros este gobierno ha sido inefi-
ciente. Cualquier comparación internacional lo revela.

En segundo lugar, hay que recomponer la demanda agregada 
y reactivar las empresas. Para ello es fundamental activar una 
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política de renta básica para los más pobres y frágiles. Habría que 
financiarla inicialmente con un préstamo extraordinario del Ban-
co de la República ñotros países han ensayado con éxito la vía 
no ortodoxa-. Pero tarde o temprano la política tributaria debe 
apuntarle al bolsillo y al patrimonio de los más pudientes, los 
eternamente consentidos del régimen, que no sólo pagan muy 
poco sino que también evaden y eluden con trampas contables 
legales y paraísos fiscales internacionales. Los gobiernos loca-
les pueden apoyar con comedores comunales y otros programas 
para paliar el hambre de los más frágiles. Además, hay que refi-
nanciar las pymes, las grandes generadoras de empleo.

En el largo plazo sería conveniente romper el oligopolio ce-
rrado del sector financiero a través de una mayor competencia, 
incluida la recuperación de la banca pública comercial sujeta a 
regulaciones que aseguren su viabilidad. La oferta monetaria se-
cundaria, un bien público cuyo manejo se le cedió al oligopolio 
financiero, ha configurado un esquema de expoliación financiera 
asfixiante para los colombianos: pagamos márgenes de interme-
diación estrambóticos en el contexto internacional (Villabona, 
2015, Un país trabajando para los bancos). Además, el sector finan-
ciero se arroga el derecho de cargar estratosféricos cobros de 
transacción financiera.

En general, es necesario entender que los gobiernos deben ve-
lar por el bienestar general y no sólo por las ganancias de las em-
presas oligopólicas del país. A pesar de que se reclaman ortodo-
xos (neoliberales), nuestros políticos y economistas en el poder 
han sido más bien corporativistas. Han promovido la oligopo-
lización del país: todo lo contrario de lo que haría un verdade-
ro neoliberal. Y también por ello en Colombia pagamos precios 
estrambóticos en el contexto internacional tanto por los bienes 
públicos como por los privados:
-  El crédito y los servicios bancarios.
-  El transporte (muchos peajes y muy caros).



50

-  Las comunicaciones.
-  La salud (pública: barata, pero de baja calidad; privada: cara).
-  La educación (pública: barata, pero de escasa cobertura y, ge-

neralmente, de baja calidad; privada: cara).
-  Los combustibles. 
-  Los servicios públicos (energía, gas, agua, internet. etc.).
-  El cemento, etc., etc., etc.

Esos enormes costos sobre la actividad productiva y los con-
sumidores disminuyen la competitividad del país y su potencial 
de crecimiento económico.

Sobre los bienes públicos y meritorios es necesario un nuevo 
pacto social, probablemente con status constitucional, para ga-
rantizar su provisión general con alta calidad. La razón es sen-
cilla: estos bienes no sólo benefician al consumidor individual, 
sino también a la sociedad en su conjunto. Un buen ejemplo de 
un bien público es una vacuna: quien se la aplica se beneficia 
ñpor eso muchos están dispuestos a viajar al extranjero para apli-
carse la vacuna contra el Covid-19- pero el resto de la sociedad 
también se beneficia. Otros ejemplos de bienes públicos que be-
nefician directamente a quienes tienen acceso a ellos, pero tam-
bién al resto de la sociedad, son la educación, la salud, la justicia, 
el cuidado de los infantes y los niños, la preservación de los bie-
nes naturales y ambientales, etc. Los bienes públicos y meritorios 
pueden ser provistos por empresas privadas o públicas, siempre y 
cuando el gobierno como guardián del bienestar general asegure 
precios competitivos, alta calidad y cobertura.

Hay que recuperar la infraestructura nacional sin los sobre-
costos de la corrupción que inducen los grandes grupos financie-
ros y los políticos del país (Reficar, Isagen, Chirajara, Hisgaura, 
Hidroituango, Túnel de la Línea, Vía al Llano, Odebrecht, Ca-
rrusel de los Contratos en Bogotá, Electricaribe, etc.). Y hay que 
recuperar la vía de la diversificación productiva con políticas de 
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industrialización activa. Pero estas sólo serán medidas que rendi-
rán sus frutos en el largo plazo.

Hacia el futuro hay que elegir gobiernos democráticos cuya 
agenda de trabajo tenga como prioridad el bienestar social.
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REFLEXIONES SOBRE PRÁCTICAS Y CULTURAS 
POLÍTICAS EN EL PARO DEL 2021

José Fernando Sánchez Salcedo1

Los acontecimientos del último mes relacionados con las mo-
vilizaciones y los bloqueos que se han llevado a cabo en diferen-
tes regiones del país son una clara evidencia del modo como los 
colombianos, vivimos y experimentamos la política tanto a nivel 
institucional como personal.

Nuestra cultura recoge un conjunto de creencias, valores y 
pautas de conducta que son producto de nuestras instituciones y 
prácticas políticas. No podría ser de otra forma, porque al igual 
que otras actividades sociales, la política se inscribe en un siste-
ma de valores, pero sobre todo de experiencias sobre su queha-
cer, que forjan nuestras conductas y relaciones políticas.

Las prácticas políticas ìson maneras de hacer y formas de 
procederî (Castillo, 2011: 105). Son manifestaciones de sujetos 
históricos que, permeados por su cultura, construyen pautas de 
acción y de significación. ìLa política pone en interacción y ten-
sión las convicciones, los sentidos y las atribuciones de la cultu-
ra, dinamizando sus contenidosî (Tejara, 2009: 250). La cultura, 
específicamente, la cultura política, provee a los sujetos de ìun 
conjunto de interpretaciones heterogéneas y a veces contradicto-
rias y desarticuladas de valores, conocimientos, opiniones, creen-

1  Comunicador Social, Doctor en Ciencias Políticas y Sociales -Sociología. Profesor 
del Departamento de Ciencias Sociales y miembro del grupo de investigación Sociedad, 
Historia y Cultura adscrito al Centro de Investigación y Documentación Socioeconómica 
de la Universidad del Valle.
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cias y expectativas que integran la identidad de los ciudadanos, 
grupos sociales u organizaciones políticasî (Gutiérrez, 1996: 43) 
Hoy, buena parte de las ideas que las personas apropian para 
hacerse una opinión de lo que está pasando proviene de las redes 
sociales, dónde circulan todo tipo de mensajes y materiales, bue-
na parte de ellos sesgados, cuando no abiertamente falsos. Esta 
diversidad de interpretaciones, buena parte de ellas equivocas, 
alimenta la toma de decisiones de los actores o, por lo menos, 
guía su valoración de lo que está sucediendo. 

El paro y las movilizaciones del último mes son, sin duda, un 
escenario privilegiado para identificar algunos rasgos de nuestras 
prácticas y cultura política, a partir de las que se define nuestro 
modo de expresar diferencias e ideas y asumir nuestros conflic-
tos. Estás prácticas no son nuevas y es posible identificarlas en 
protestas y movilizaciones anteriores; sin embargo, un rastreo 
histórico de este tipo de prácticas rebasa los modestos límites de 
esta reflexión.

Este texto se propone describir siete prácticas políticas que 
hacen parte de la manera en que personas, grupos e incluso or-
ganizaciones políticas se comportan en situaciones de confron-
tación y lucha entre los gobiernos y sus críticos o detractores. 
Las prácticas que se propone revisar son las siguientes: la nego-
ciación como puesta en escena, la ambigüedad institucional, la 
desinformación como herramienta política, las vías de hecho, la 
autoridad como represión y la justicia por mano propia. Estás 
prácticas no pretenden agotar el abanico de posibilidades con las 
que se expresa la política, menos aún agotar su explicación.

La negociación como puesta en escena
Sentarse a dialogar, discutir los problemas y proponer solucio-

nes a los mismos, es la principal alternativa que se asume, dentro 
de la racionalidad democrática, para finalizar cualquier conflic-
to. La mayoría de las veces la negociación es una meta a la que 
se llega y no con la que se comienza la discusión y la solución de 
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problemas. Suele estar condicionada por la capacidad que ten-
gan los protestantes para hacerse escuchar y ser reconocido por 
las instituciones del gobierno.

En otras palabras, se llega a la negociación cuando la acción 
del Estado, represiva o de cualquier índole, no logra detener el 
paro o la movilización o cuando se agudiza la presión internacio-
nal sobre los gobiernos por sentarse a negociar.

Una vez se logra la ìvoluntad de dialogarî, el establecimiento 
de mesas en las que se sienten los diferentes actores, así como 
la identificación de un conjunto de problemáticas a ser aborda-
do por los negociadores, va a demandar mucho tiempo y una 
especie de ìtira y aflojeî entre los negociadores; este momento 
suele estar acompañados del incremento de la represión y de las 
movilizaciones. El diálogo se convierte entonces en otro esce-
nario de lucha, cuya expresión dramática se juega en la puesta 
en escena de los roles que los personajes asumen, muchas veces 
desconectados de las realidades que se viven en los espacios de 
movilización y confrontación reales.

La experiencia de las negociaciones ha mostrado que, más 
que resolver los problemas, su función es contenerlos a partir de 
un conjunto de promesas que a la postre no se cumplen. Esto 
genera un nuevo ciclo de conflictos, cuyo punto de partida son 
los acuerdos no cumplidos. 

En esta coyuntura, además de las trabas que ha tenido la ne-
gociación y su demora para lograr acuerdos, se genera el pro-
blema de la definición de la representación entre los diferentes 
colectivos y organizaciones manifestantes. Una parte importante 
de los jóvenes que están en los bloqueos, por ejemplo, no se sien-
ten representados por los miembros del comité del paro.

La ambigüedad institucional
Una de las principales estrategias de gobernantes y funcio-

narios con cargos de responsabilidad frente a los problemas es 
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no asumir ni tomar decisiones claras mientras se espera que la 
contraparte sí lo haga. Así se busca no responder a las demandas 
que se les plantean. En otras palabras, se trata de mantener, lo 
más que se pueda, el silencio administrativo2. Cuando finalmen-
te toca asumir posiciones, ellas suelen ser ambiguas, poco claras, 
de tal forma que, en vez de ofrecer soluciones, confunden y ge-
neran desconfianza. 

Estas posturas ambiguas rompen cualquier intento de nego-
ciación e incrementan el escalonamiento del conflicto, tendiendo 
de esta forma hacia su expresión violenta. En esta coyuntura, 
esta ha sido la posición que muchas veces han asumido el alcalde 
de Cali y la gobernadora del Valle del Cauca frente al gobierno y 
ante los mismos manifestantes.

La desinformación como herramienta política
Casi desde su nacimiento, los medios de comunicación (la 

prensa, luego la radio y después la televisión), han sabido apro-
vechar el potencial político de los medios de comunicación. La 
prensa ha servido para visibilizar, pero también para ocultar he-
chos que contribuyen a modificar los equilibrios en la correla-
ción de fuerzas de partidos y grupos políticos. De ahí, que este 
medio haya estado tan estrechamente ligado a partidos y doctri-
nas políticas. 

En la era de la internet, la relación entre prensa y política 
no ha cambiado, más bien se ha diversificado. Hoy es posible 
acceder a múltiples versiones y lecturas de los hechos producidas 
por medios oficiales e independientes. Si algo ha caracterizado a 
las movilizaciones sociales en la web es la proliferación de men-
sajes que circulan en redes sociales y medios de comunicación 
masiva. Dicha información se ha convertido en un instrumento 
para divulgar ideologías, posicionar ciertas interpretaciones de 

2 El silencio administrativo se da cuando un ciudadano solicita a la administración 
pública algo, pero esta no responde.
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la realidad y buscar impactar en las emociones y creencias de la 
ciudadanía.

En los últimos paros convocados en el país, la producción y 
reproducción de videos, ìen vivosî, tweets, mensajes por What-
sApp, entre otros, les han permitido a sus públicos seguir en di-
recto lo que ocurre en bloqueos y manifestaciones. En el paro del 
21 de noviembre del año 2019, las redes fueron utilizadas para 
generar miedo antes, durante y después de las movilizaciones. Su 
impacto se pudo constatar esa misma noche, cuando empezaron 
a circular videos y audios de personas radicadas en unidades resi-
denciales del sur y el norte de la ciudad denunciando la presencia 
de vándalos que estaban tomándose sus propiedades. Aunque la 
mayoría de las denuncias realizadas a la policía no pudieron ser 
corroboradas, el evento demostró la capacidad de reacción de 
unas clases medias que se armaron y dispararon a todos los que 
esa noche se acercaban a sus unidades. 

Además de la constatación de la existencia de ciudadanos 
fuertemente armados, de lo cual, dicho sea de paso, nunca di-
jeron nada las autoridades competentes, una de las enseñanzas 
que nos dejó la movilización del año 2019, es acerca del papel 
que juegan las redes sociales y los medios de comunicación a la 
hora de generar respuestas orientadas por las emociones. Esta si-
tuación ha sido muy bien aprovechada por los medios y las redes 
sociales, que saben que cuentan con audiencias que se identifican 
con la orientación editorial de la publicación.

Una de las características del presente paro en relación con 
los medios, es el tratamiento que han dado a la información, a 
tal punto que ha sido evidente la toma de partido a favor y en 
contra de las manifestaciones. Ejemplos de este sesgo son los tra-
bajos periodísticos realizado por la Revista Semana a favor del 
gobierno, por un lado, y por el Canal 2 de Cali, que ha asumido 
como criterio informativo registrar el punto de vista de los mani-
festantes, por otro.
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El tratamiento que los medios le han dado a la información 
en los paros de los últimos años ha contribuido por tanto a la po-
larización política y al aumento del miedo de los ciudadanos. De 
hecho, en las últimas semanas, buena parte de medios nacionales 
y regionales parecen estar inmersos en una campaña para des-
prestigiar la movilización social, atribuir la responsabilidad de la 
movilización a Gustavo Petro o, en su defecto, a las disidencias 
de las FARC o el ELN. 

La contrainformación la llevan a cabo medios alternativos a 
través de internet, cuya labor se ha centrado en mostrar los des-
manes de la fuerza pública. En medio de estas contiendas por la 
información se encuentra una ciudadanía desorientada y confun-
dida, que sólo cuenta con los relatos que circulan en medios y re-
des para tener una percepción mínima de lo que está sucediendo.

La descalificación del oponente
La histórica falta de espacios dónde tramitar nuestras dife-

rencias ha dado pie a una práctica que es común no sólo en el 
ámbito político sino en todas las relaciones humanas: invalidar al 
oponente. Existen muchas maneras de deslegitimar al otro. Aquí 
vamos a revisar cuatro: la caricaturización, el uso de nominacio-
nes, el rumor y la subestimación de capacidades.

La caricatura ha hecho parte de nuestra forma de represen-
tar al otro desde nuestros primeros intentos por consolidar un 
proyecto de Estado: liberales y conservadores usaron la carica-
tura como arma política en las publicaciones de los partidos. La 
fuerza comunicativa de la caricatura reside en su capacidad para 
acentuar los rasgos de un personaje, activar nuestras emociones 
y, en su función pedagógica, grabar rápidamente en la memoria 
una forma de percibir el mundo de fácil comprensión, forma que 
se reproduce permanentemente. Hoy en día la caricatura sigue 
siendo, como dirían Bourdieu y Wacquant (1992), un espacio de 
luchas por el poder simbólico que, gracias a las nuevas tecnolo-

José Fernando Sánchez Salcedo



Documentos especiales  Cidse No. 6

59

gías, se ha expandido a la web a través de los memes. El actual 
paro, como todas las movilizaciones que se han realizado en la 
era web, ha estado lleno de caricaturas y frases ingeniosas orien-
tadas a burlarse del otro y quizás, lo más importante, restarle 
credibilidad.

El uso de denominaciones es también otra forma habitual de 
referirse al oponente. Al igual que la caricatura busca acentuar 
un rasgo o asignar un atributo con el cual se busca describir de 
forma minusvalorada al contrincante. A veces las denominacio-
nes se presentan en forma de apodos o alias. En el paro, la deno-
minación que se repite como una consigna para nombrar a los 
manifestantes es la de ìvándaloî. 

El rumor que hoy se expande a través de las redes sociales y en 
los medios de comunicación ha contribuido a incentivar el miedo 
y a predisponer a las personas contra acciones políticas como las 
manifestaciones. El rumor se nutre de la desinformación, a partir 
de noticias falsas o sesgadas y busca crear una opinión, o al me-
nos una percepción sobre la situación. El rumor, por su carácter 
muchas veces privado y confidencial, genera mayor credibilidad 
e incita a la acción. 

Finalmente, está la subestimación de las capacidades del con-
trincante, la cual cumple dos propósitos. Por un lado, desplaza la 
responsabilidad de los hechos en actores conocidos: guerrilleros, 
afines castro-chavistas, la derecha radical, etc., y, por otro lado, 
desestima cualquier capacidad de los protestantes para hacer 
valer sus derechos, confrontar al gobierno e incluso desarrollar 
actos violentos. De hecho, convierte a los manifestantes en vícti-
mas, a la vez que los infantiliza, desconociendo incluso la posibi-
lidad de que puedan tener convicciones políticas.

Ambos propósitos cumplen un fin ideológico claro, que puede 
resumirse de esta forma: presentar a las protestas como acciones 
concertadas por grupos organizados criminales y/o terroristas 
que buscan desestabilizar el país. Los protestantes son personas 
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manipuladas, que se comportan como marionetas, sin ninguna 
consciencia y autonomía. En otras palabras, los que protestan no 
saben por qué lo hacen, no tienen ninguna orientación, ni siquie-
ra una ideología. El paro ha sido un escenario para este tipo de 
comentarios que se reproducen en medios, redes y conversacio-
nes cotidianas.

Las vías de hecho
Ante la dificultad que los gobiernos tienen para solucionar 

de manera dialogada los problemas ha hecho carrera, en la larga 
historia de la protesta pública en el país, recurrir permanente-
mente a las vías de hecho. Las vías de hecho se han convertido en 
un instrumento para tramitar las demandas ciudadanas y ejercer 
presión a las instituciones oficiales. 

De hecho, constituyen una especie de Ley social en toda mo-
vilización contra el Estado: sin acciones que paralicen la mo-
vilidad o signifiquen el cierre del comercio o la producción, el 
gobierno no escuchará a los manifestantes. Como se trata de un 
instrumento de presión, entre más se demore el Estado en res-
ponder a las demandas de los protestantes, habrá más posibilidad 
que se llegue al uso de acciones por la fuerza.

En este paro, los bloqueos, el derrumbe de estatuas y la des-
trucción de infraestructura hizo parte de los repertorios de lucha 
de los manifestantes. 

La represión como expresión de autoridad
Al igual que las vías de hecho, la expresión de fuerza es una 

fórmula que el Estado siempre ha utilizado para desalentar cual-
quier forma de protesta y cuestionamiento que no vaya por vías 
formalizadas para tal fin. El uso de la fuerza en una cultura en la 
que a las instituciones del Estado se les considera débiles cuando 
no inexistentes, es, en general, bien recibido por un importante 
sector de la población que cree en la mano dura frente a cualquier 
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forma de protesta que afecte a su estilo de vida y, por supuesto, a 
sus prácticas económicas.

La represión esconde también una cierta desvalorización de 
las personas que se rebelan contra las instituciones, pues son con-
sideradas susceptibles de ser reprimidas, como es el caso de los 
ìvándalosî, los desobedientes en tiempos de pandemia o los gru-
pos étnicos, los cuales han sido tradicionalmente infantilizados. 
Esto también puede ayudar a explicar porque no son considera-
das dignas contrapartes para negociar con ellas. 

La desvalorización se manifiesta no solo a partir de catego-
rías sociales, sino que también comporta una espacialidad. La 
producción espacial del territorio supone entonces un proceso 
de clasificación, de división simbólica, que luego se va a traducir 
en una cierta organización y disposición urbana. Dicho proceso 
puede tener un origen histórico o ser el resultado de percepciones 
construidas sobre un determinado espacio o zona. Las categori-
zaciones que se producen del espacio pueden cambiar o perma-
necer, todo va a depender del modo en que son leídas e interpre-
tadas por el mismo Estado o en la capacidad de sus ciudadanos 
para reclamar nuevas lecturas o formas de clasificación. En el 
paro actual, algunas zonas se han rebautizado como Puerto Re-
sistencia, El Puente de las Mil Luchas, etc.

La represión se alimenta del miedo que es propagado como 
parte constitutiva del despliegue de fuerza, pero también en for-
ma de amenazas, comentarios de líderes políticos o a través de 
las redes sociales y, como ya se mencionó, mediante falsas no-
ticias. El miedo como estrategia política ha sido analizado por 
diversos autores, como Aristóteles, Hobbes, Tocqueville y más 
recientemente por Foucault y Robin: todos coinciden en señalar 
la importancia del miedo como mecanismo de adoctrinamiento, 
pero también de renovación. Como señala Korstanje (2010: 112), 
la política es un acto, ìsi no el primero de violencia, cuya carac-
terística principal es coaccionar, dirigir, negociar y reconducir la 
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suma de las voluntades individuales con un fin último supra-co-
munitarioî.

El Estado utiliza el miedo como una herramienta para admi-
nistrar la vida pues busca intervenir en todas las dimensiones de 
la existencia de los ciudadanos. ìAsí, no obstante que a diario 
el Estado se muestra incapaz de proveer los servicios públicos 
esenciales y que asiste impasible al debilitamiento extremo de la 
materialidad y el sentido de lo público, se esfuerza por gestionar 
y controlar el cuerpo socialî (Useche, 2008: 7).

No obstante, el uso político del miedo no es solo potestad 
del Estado, también lo hacen los actores en conflicto a partir de 
amenazas, memes o comentarios sobre grupos sociales objetivo 
de su accionar político.

La justicia por mano propia 
Otro aspecto que se desprende de la debilidad del Estado y sus 

instituciones, especialmente las jurídicas, su negligencia, autori-
tarismo y la ambigüedad de sus gobernantes, es la poca confian-
za que los ciudadanos tienen en que el Estado y sus funcionarios 
resuelvan situaciones conflictivas y problemáticas. Esto falta de 
credibilidad, se traduce en buscar justicia por cuenta propia. 

De hecho, hay en nuestra sociedad, por un cierto sesgo clasis-
ta y racista, la convicción de que hay personas que están habili-
tadas para decidir, por su propia mano, la suerte de otras consi-
deradas inferiores, y cuyo comportamiento es evaluado por sus 
propios patrones morales, desde los cuales toman una convenien-
te distancia. ìGentes buenasî vs ìgentes malasî, por ejemplo.

En situaciones de conflicto, como los que hemos vivido en 
las últimas semanas, en dónde no se ha podido resolver ni a tra-
vés del diálogo ni de la represión la protesta social, el problema 
se traslada a los mismos ciudadanos quienes, al ver afectados 
sus derechos (la libertad para movilizarse, por ejemplo, o reali-
zar sus actividades cotidianas), buscan resolver ellos mismos la 
situación.

José Fernando Sánchez Salcedo



Documentos especiales  Cidse No. 6

63

Al igual que sucede con la represión como expresión de au-
toridad, la justicia por mano propia es impulsada por el miedo: 
miedo de ser invadidos, miedo de ser secuestrados, etc. Estos 
miedos, que se encuentran profundamente arraigados en las 
personas, surgen en momentos de crisis y confrontaciones entre 
diferentes actores sociales. En el año 2019, el miedo a ser inva-
didos hizo que las personas de unidades residenciales en Cali se 
armarán, incluso dispararán, para repeler a supuestos invasores.

La impunidad de este tipo de acciones, que, dicho sea de paso, 
se da en diferentes estratos sociales, válida la continuidad de este 
tipo de respuesta. Incluso es de alguna manera avalada y reco-
nocida por las mismas fuerzas del orden. Estas prácticas violen-
tas, de desconocimiento del Otro, se inscriben en un sistema de 
creencias y de valores, que plantean geografías sociales urbanas 
que el mismo Estado, a través de su función simbólica, ha contri-
buido a generar. En tiempos de crisis y confrontaciones, estás mi-
radas estereotipadas se exacerban y son reproducidas por líderes 
de opinión, medios de comunicación y redes sociales, generando 
las condiciones adecuadas para actuar.

En las movilizaciones de los años 2019 y 2021, la confrontación 
entre ciudadanos ha mostrado su faz más violenta y destructiva, 
lo que constituye sin duda, la expresión más preocupante de 
la coyuntura que hoy enfrentamos, pues puede llevar, en una 
sociedad tan injusta y desigualitaria como la nuestra, a entrar en 
una nueva espiral de odio y violencia.

Las siete prácticas descritas no funcionan de manera aislada, 
sino que se inscriben en un mismo universo cultural que se carac-
teriza por una cierta tendencia a la polarización de los actores, 
producto de la desconfianza, el desconocimiento del Otro y la 
validación del uso de la fuerza, así como por falta de reglas claras 
y sobre todo legítimas. Hacen parte también de un conjunto de 
estrategias que el Estado y los mismos actores de la movilización 
ponen en funcionamiento en situaciones conflictivas, cuya par-
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ticularidad es incrementar la escalada del conflicto hacia salidas 
violentas.

Como se ilustra en el siguiente gráfico, en el caso específi-
co del Paro Nacional del 2021, hay tres grandes momentos que 
muestran la evolución del conflicto. Todo inicia con el lanza-
miento del paro, el cual está compuesto por dos grandes accio-
nes estratégicas: movilizaciones en diferentes ciudades del país y 
bloqueo de vías estratégicas (inicialmente en Cali). La respuesta 
del gobierno y sus instituciones es utilizar la represión policial 
para desmontar los bloqueos y enfrentar los disturbios que se 
presentan en las manifestaciones. Esto trae como consecuencia 
personas muertas, heridas y otras detenidas. Un tercer momento, 
es la presencia de actores, como la Minga y los vecinos de barrios 
aledaños a las zonas de bloqueo, lo que origina confrontaciones 
directas entre ciudadanos. La participación de nuevos actores 
busca por un lado fortalecer el paro y, por otro, generar una ex-
presión paralela que cuestiona los bloqueos, apoya las acciones 
de la fuerza pública y busca salidas políticas como la revocatoria 
del mandato del actual alcalde de la ciudad. Este esquema se 
mantiene, aunque se propone una mesa de negociación entre el 
gobierno y el Comité del Paro. Antes bien, se suman nuevos ac-
tores, como los camioneros, taxistas, etc.

José Fernando Sánchez Salcedo
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El problema con la violencia es que está tiende a expandirse, 
como lo han mostrado los hechos en el actual paro, a tal pun-
to que se terminan desconociendo las normas vigentes y es allí 
cuando se instaura la condición del ìtodo valeî que poco a poco 
se ha ido presentando en los espacios de confrontación entre pro-
testantes y la fuerza pública. Esto hace que se vinculen cada vez 
más actores, con menos argumentos y con más acciones violen-
tas, lo que termina desdibujando el sentido mismo de la movili-
zación.

Las prácticas políticas descritas no resisten el examen que un 
autor como Nohlen (2007), hace de la cultura política democrá-
tica, la cual se caracteriza por 4 grandes criterios: la confianza 
en las instituciones; la existencia de iniciativas que luchen contra 
prácticas públicas basadas en la desconfianza; la tolerancia fren-
te a la diferencia y el reconocimiento del pluralismo; y la capa-
cidad de la élite política para formar compromisos y consensos.

Cómo hemos podido esbozar a partir de la revisión de las 
prácticas descritas en este trabajo, lo que prima es una gran des-
confianza frente a las instituciones, hay poca tolerancia a la dife-
rencia y una tendencia a prácticas racistas entre la misma ciuda-
danía, así como muy poco interés de las élites, tanto nacionales 
como locales, en negociar y crear consensos.

Cuanto más tiempo pasa, la estrategia de los bloqueos y la 
movilización se vuelve insostenible no sólo por su impacto eco-
nómico, sino por la sensación de caos y de desgobierno que ge-
nera entre los ciudadanos y da pie para cualquier expresión vio-
lenta. También se corre el riesgo de que ninguno de los actores dé 
un paso atrás en sus demandas y conductas, lo que dificulta aún 
más cualquier salida del conflicto. Lo peor de todo es que estas 
confrontaciones benefician posturas extremas, que seguramente 
sabrán atizar los odios y canalizar los miedos de los ciudadanos 
para el logro de sus propios objetivos políticos.
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ìAL OTRO LADO DEL MIEDO 
ESTÁ EL PAÍS QUE SOÑAMOSî: 

Mujeres y feministas en el Paro Nacional del 2021

María Eugenia Ibarra Melo1

Stephania Recalde García2

En esta gran movilización se identifican claros signos del re-
nacer y fortalecimiento de la protesta social y del protagonismo 
que han asumido varios sectores poblacionales. Los más visibles 
son los/las jóvenes: muchachos/as de sectores populares, des-
empleados, sin formación académica o con precaria instrucción 
para el trabajo y que proceden de hogares con múltiples precarie-
dades; aquellos vinculados a la economía informal y que tienen 
empleos mal remunerados, sin acceso a la seguridad social y es-
casa estabilidad laboral; los politizados que cuentan con expe-
riencia en organizaciones de base, estudiantiles y sindicales o en 
movimientos que promueven las identidades étnicas, de género, 
que defienden el medio ambiente y aquellos que se reincorpo-
raron con el proceso de la Habana y que mantienen su filiación 
política con el partido y las organizaciones conformadas por va-
rios de ellos. Un grupo no menos importante lo constituyen los 

1 Socióloga, Doctora en Ciencias Sociales. Profesora del Departamento de Ciencias 
Sociales de la Universidad del Valle. Integrante del grupo Acción Colectiva y Cambio 
Social (ACASO) vinculado al Centro de Investigaciones y Documentación Socioeconó-
mica (CIDSE) de la misma institución. Investigadora del Instituto de Investigaciones e 
Intervenciones para la Paz (IIPaz) y del Centro de Investigaciones y Estudios de Género, 
Mujer y Sociedad (CIEGMS), ambos de la Universidad del Valle.

2 Trabajadora social. Estudiante de la Maestría en Sociología de la Universidad del 
Valle e integrante del grupo ACASO del CIDSE. Investigadora del Instituto de Estudios 
Interculturales de la Pontificia Universidad Javeriana Cali.
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milicianos de diferentes grupos armados, ya sea con ideología 
política o con otros intereses. 

No obstante, en este artículo nos interesa identificar los prin-
cipales cambios y continuidades de la participación de las muje-
res en la ìexplosión socialî3 que ha vivido Colombia, desde el 28 
de abril de 2021. A ellas también las moviliza la rabia, la indigna-
ción y el deseo de cambio que se expresa en esta coyuntura y, por 
eso, acompañan ìla rebeldía y la resistencia del puebloî. Somos 
conscientes de que un sector importante de mujeres no ha parti-
cipado del paro y ha desplegado su influencia en cargos de poder 
y medios de comunicación para expresar su oposición a esta ex-
plosión social. Varias de ellas defienden posturas conservadoras 
y tradicionales y continúan sosteniendo el statu quo, a pesar de 
sufrir las mismas discriminaciones de sus congéneres. Esta con-
tra movilización es fundamental para comprender el apoyo que 
tiene la represión que han sufrido los manifestantes por parte de 
la fuerza pública, pero en esta oportunidad dedicamos atención 
al activismo que emerge en apoyo al paro nacional y que ha ge-
nerado gran expectativa en el mundo.

Por lo anterior, se hará énfasis en los rasgos de ese protagonis-
mo en las acciones colectivas que tienen lugar en el espacio pú-
blico de diferentes ciudades del país y se presentarán evidencias 
de la constitución de las mujeres y las feministas como un actor 
fundamental para la continuidad del paro. Aclaramos que las re-
flexiones sociológicas que presentamos en este artículo incluyen 
las observaciones de sus autoras, algunas presentaciones públicas 
realizadas en varios eventos académicos y percepciones y opinio-
nes de 25 personas consultadas para esta indagación, vía What-

3 Nos referimos a esta noción, acuñada por Manuel Castells (2019), porque refleja 
el carácter de la movilización contemporánea, que no corresponde propiamente a los 
movimientos articulados y en torno a proyectos que intentaban cambiar ciertas formas 
de las instituciones. Las acciones colectivas que presenciamos en el Paro Nacional refle-
jan el agotamiento de la gente, que se manifiesta de manera pacífica en algunos lugares, 
pero también con violencia limitada y, en otros casos, con violencia más extrema. Como 
reconoce Castells, en la protesta hay infiltrados y hay vándalos, pero lo esencial está en la 
movilización democrática, pacífica.

María Eugenia Ibarra Melo / Stephania Recalde García
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sApp. Entre estas hay estudiantes universitarios/as de pregrado, 
maestría y doctorado en Cali y en el exterior (España, Alemania, 
Estados Unidos, Inglaterra), además de integrantes de todas las 
líneas de diferentes puntos de concentración de Cali. 

Entre los/as profesionales consultados hay sociólogos/as 
vinculados a ONG, el sector público, centros de investigación y 
profesores/as universitarios/as que ejercen en Bogotá, Medellín, 
Cartagena y Cali; enfermeras, comunicadoras sociales, econo-
mistas, ingenieras ambientales, biólogas, además de personas de-
dicadas a diferentes oficios en Colombia y en el exterior. Varios 
de ellos/as son activistas y están muy vinculados/as a diferentes 
actividades del paro. Respecto a sus edades, algunos apenas lle-
gan a la mayoría de edad mientras otros superan los 60 años y 
cuentan con una experiencia organizativa en sindicatos y otras 
organizaciones sociales, redes, alianzas y movimientos sociales. 
En este universo hay mujeres y varones cis género, mujeres trans, 
lesbianas y hombres homosexuales. A todos/as les agradecemos 
sus opiniones porque resultaron fundamentales para la compren-
sión de lo que ocurre en Colombia.

Las preguntas que respondieron los/as entrevistados fueron: 
1) En la movilización de los últimos días, las imágenes que cir-
culan en las redes sociales muestran el protagonismo de las mu-
jeres, ¿en su opinión, en qué actividades se destacan más? 2) Si 
pudiera identificar algunos rasgos del liderazgo de las mujeres en 
el paro nacional, ¿cuáles serían? 3) ¿cómo la organización en la 
que participas está vinculada a las movilizaciones? 4) Solo para 
las feministas: ¿cuáles son las reivindicaciones o demandas de 
las mujeres que más se recogen en la explosión social de los jóve-
nes manifestantes? Sus respuestas fueron enviadas en audio o en 
mensajes de texto y se procesaron de forma artesanal, dado que 
la muestra no está configurada y atiende a intereses académicos 
por captar percepciones sobre la coyuntura, utilizando contactos 
personales de las investigadoras. 



70

El artículo está estructurado en tres partes. En la primera 
identificamos las principales intersecciones entre la utopía femi-
nista que se expresa en el ciclo de protesta que viene desde 2019, 
que tiene raíces en la campaña global contra el acoso sexual Me 
Too y la acción internacional contra el feminicidio Ni una más y 
la rebeldía juvenil que se ha expresado en la última explosión 
social del mismo período (noviembre de 2019 y abril-mayo de 
2020). En la segunda parte se describen los escenarios donde tie-
nen protagonismo las mujeres durante esta movilización. Se re-
salta la especificidad de sus repertorios de acción, sobre todo de 
aquellos que derivan de la experiencia organizativa de mujeres y 
feministas y que aprovechan el reconocimiento y el estatus de las 
madres. La tercera parte muestra la construcción de una hipóte-
sis de trabajo que resulta del análisis de esta coyuntura (abril-ma-
yo de 2021) y de las conexiones que se pueden establecer con las 
movilizaciones de 2019 y 2020, en las que fue central la denuncia 
de las feministas para visibilizar la violencia contra las mujeres y, 
principalmente, el acoso, el abuso sexual y los feminicidios. Aquí 
también se presentan las principales conclusiones del trabajo. 

  
1. Intersecciones entre la utopía feminista y la rebeldía juvenil 
en la explosión social que detonó el paro nacional en Colombia

Desde sus inicios el movimiento feminista global se ha opues-
to al militarismo porque lo considera el principal soporte del sis-
tema patriarcal. En el caso colombiano esta oposición se expresa 
en la condena de la violencia sexual y otras prácticas de los mili-
tares que convierten el cuerpo de las mujeres en botín de guerra; 
en su insistencia para que se reduzca el presupuesto militar y en 
el rechazo del reclutamiento forzado y del servicio militar obli-
gatorio.  Al tiempo, este movimiento ha respaldado los diálogos 
y la negociación con actores armados, incluyendo la perspectiva 
de género en los acuerdos de paz. Todas sus acciones para lograr 
estos objetivos les han permitido renovar y fortalecer el currículo 
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feminista, sobre todo en la explosión social que empieza en 2019 
y se prolonga hasta el Paro Nacional de abril y lo corrido de 
mayo de 2021.

Para la construcción de una sociedad en paz, democrática, 
justa y equitativa el movimiento feminista ha convocado a otros 
actores que también rechazan el belicismo y las prácticas asocia-
das a la militarización. Trabaja de la mano con las víctimas del 
conflicto armado, que exigen verdad, justicia y reparación; con 
las organizaciones de afrocolombianos e indígenas, que defien-
den la autonomía en sus territorios; con las víctimas de violencia 
sexual, que reclaman justicia y seguridad para vivir sin miedo 
y disfrutar del espacio público. Con las demás organizaciones 
de mujeres se vincula para ampliar los derechos sexuales y re-
productivos y para condenar el sexismo, la violencia contra las 
mujeres y la demanda por mayor seguridad para vivir sin miedo; 
eliminar la discriminación basada en género en el empleo y para 
ampliar la participación política formal, además de exigir la ga-
rantía de los derechos fundamentales.

En concordancia con las solicitudes de otros manifestantes, 
para ellas es central la reducción de las brechas de desigualdad 
socioeconómica y de los privilegios de clase, los étnico-raciales 
y de género, así como la protección del medio ambiente y la ri-
queza cultural de nuestro país. Por ello, exigen al Gobierno que 
formule un plan nacional de rescate social y económico de la 
juventud, que garantice los derechos a la educación y la salud 
de calidad, a la vivienda y el empleo dignos, que desarrolle un 
modelo tributario progresivo y equitativo y que respete el acuer-
do final para la terminación del conflicto firmado en 2016. Ante 
la sistemática violación de los derechos fundamentales por parte 
de la Fuerza pública, exigen protección para los ciudadanos que 
protestan y, por ello, proponen la desmilitarización de las ciuda-
des, el desmonte del Esmad y la reforma civilista de la Policía. 



72

Juntos/as están elaborando pliegos en los barrios alrededor 
de las ollas comunitarias, en asambleas populares y otros espa-
cios de diálogo, pero como actor político autónomo reclaman 
la inclusión o la conciliación de las reivindicaciones feministas 
históricas. Por lo anterior, en sus acciones colectivas se vislum-
bra la fuerza y el ímpetu de sus activistas, de organizaciones so-
ciales, culturales y políticas de diferentes sectores (estudiantes, 
artistas, populares-comunitarias, afrocolombianas e indígenas, 
reincorporadas, feministas, profesionales, jóvenes; de diversida-
des sexuales y trans, defensoras de derechos humanos, consejeras 
territoriales, ediles, trabajadoras domésticas, víctimas del conflic-
to armado, trabajadoras sexuales, sindicalistas, adultas mayores, 
mujeres privadas de la libertad y discapacitadas, entre otras) que, 
sistemáticamente, exigen cambios sociales, culturales y políticos 
al Estado y a la sociedad. 

Así mismo es evidente el apoyo y la solidaridad que han lo-
grado las mujeres no organizadas para sostener acciones colec-
tivas y participar en la protesta. En su análisis de este tipo de 
movilización Fraser (2009) encontró que lo que se inicia como 
un movimiento contracultural radical pasa, en la actualidad, a 
convertirse en un fenómeno social de masas de base amplia, que 
atrae a mujeres no organizadas pero que también moviliza inte-
reses de clase, étnicos, nacionalistas y de ideología política. Para 
esta autora, las ideas feministas se han difundido con amplitud 
global desde los años 1970 y con particular fuerza en las últimas 
décadas, lo que ha sido facilitado por el internet y las redes so-
ciales. Así, ìel efecto no sólo fue el de ampliar enormemente las 
filas de activistas, sino también remodelar las percepciones lógi-
cas de la familia, el trabajo y la dignidadî (p.96).

Ahora bien, la negociación que proponen las feministas con 
los demás manifestantes del Paro Nacional no ha sido fácil. Los/
as líderes tradicionales se resisten a incorporar sus demandas, 
bien porque las consideran radicales, peligrosas, desviacionistas, 
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utópicas, inmorales o porque, según ellos, son inapropiadas para 
el momento político. Sin embargo, los sucesos de estos días en 
Colombia revelan una interesante intersección de temas que es-
tán siendo debatidos por varios actores, que refleja la influencia 
del feminismo en la construcción de esa agenda de negociación 
y, sobre todo, en el modo en que se negocia con el Estado, se 
estructura un movimiento social diverso, incluyente, legítimo y 
democrático. Esto es inédito en el país y las evidencias permiten 
constatar esa novedad en el uso de repertorios con los que se ma-
nifiestan. Pero esto lo desarrollamos en el siguiente punto, donde 
se presentan evidencias del fortalecimiento de este actor político 
clave en la explosión social que emerge en Colombia y que se 
constata por los medios de comunicación y, principalmente, por 
las redes sociales. 

Para retomar la reflexión sobre la intersección de las agendas 
de feministas y de jóvenes es preciso señalar que las primeras 
tienen una amplia experiencia organizativa y han integrado en 
su proceso político repertorios de acción y símbolos que mar-
can un avance hacia una sociedad más equitativa y justa para la 
diversidad de hombres y mujeres en el país. Cuando gritan ìlas 
mujeres no parimos ni forjamos hijas e hijos para la guerraî, exi-
gen ser tratadas como ciudadanas y denuncian que no son botín 
de guerra, expresan su rechazo a la militarización de las ciudades 
y a la represión de la protesta. Antes denunciaban las violencias 
contra los cuerpos femeninos y feminizados en el marco del con-
flicto armado y ahora se oponen a aquella que ejercen miembros 
del Esmad y la Policía contra los manifestantes. Bajo esta idea 
demandan más seguridad y cuidado colectivo que se refleja en la 
consigna ìel Estado no me cuida, me cuidan mis amigasî.

Su marco de significado no ha variado, pero a este le han su-
mado varias insignias que las identifican, que son visibles en las 
marchas, los bloqueos, los plantones y concentraciones. El pa-
ñuelo morado, el símbolo de venus y las camisetas con alusiones 
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a los derechos de las mujeres engalanan a las participantes de 
los espacios promovidos en el Paro Nacional. Estos símbolos y 
el lenguaje incluyente se trasladan a murales, proyecciones y co-
municados; lo que no es un dato menor, dado que estos guardan 
relación con sus exigencias. Sus luchas por la justicia de género, 
los derechos humanos y por una vida libre de violencias, etc. en-
cajan y se sintonizan con las demandas de los/as manifestantes 
responsables de la efervescencia social que hoy se expresa en las 
calles.

Este fortalecimiento de la agenda feminista también guarda 
relación con su participación en las movilizaciones nacionales de 
los últimos años, en especial las del 25 de noviembre de 2019 en 
varias ciudades del país, donde se hicieron virales los performan-
ces ëUn violador en tu caminoí elaborado por LasTesis, un colec-
tivo universitario chileno. Este escenario permitió visibilizar las 
violencias contra las mujeres, el miedo y la zozobra que sufren 
en la calle y el espacio público. Así mismo, puso en la agenda 
pública sus necesidades y exigencias en torno a la formulación 
de políticas públicas diferenciadas y la creación de instituciones 
públicas que garanticen sus derechos.  

Ahora bien, las feministas saben ìcapotearî las prácticas de 
estigmatización que han utilizado las élites masculinas o aque-
llos grupos con poder para descalificar sus reivindicaciones y, 
en este momento, aportan esa experiencia a los manifestantes 
para que no desistan de sus ideales y continúen insistiendo en de-
rrumbar los cimientos patriarcales que sostienen las inequidades, 
las injusticias y mantienen los privilegios de los varones, de los 
ricos y de los blancos. El feminismo parte de un proyecto eman-
cipador más amplio, en el que la lucha contra las injusticias de 
género está ligada a la lucha contra el racismo, el imperialismo, 
la homofobia y el clasismo, que exige transformar las estructuras 
profundas de la sociedad (Fraser, 2009). Por eso esperan que esta 
oportunidad aseste un golpe fuerte al patriarcado y empiezan a 
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darlo al ampliar y cualificar su participación como delegadas en 
los comités de paro y a partir de allí han integrado las demandas 
de género al pliego general. En el punto 5 de este se incluyó la 
ìNo discriminación de género, diversidad sexual y étnicaî. Sin 
embargo, como en otros espacios políticos, en este están infrarre-
presentadas.

Para hacer frente a esta baja representatividad, cerca de 500 
feministas de 173 organizaciones construyeron sus propuestas 
para aportar a la situación social que atraviesa el país basándose 
en los planteamientos de Nancy Fraser sobre la redistribución, el 
reconocimiento, la representación y la igualdad como medidas 
para proteger y garantizar una vida libre de violencias. Señalan 
que el Comité de Paro ìno es suficiente para representar a las 
feministasî (Peláez, 2021). Por ello, complementan y plantean 
demandas propias basadas en el diálogo, el fortalecimiento de 
la democracia y el cuidado de la vida. Dentro de sus exigencias 
se encuentra la negociación con todas las fuerzas sociales y po-
líticas del país, una renta básica universal que priorice a las mu-
jeres, la reducción de las desigualdades y las brechas de género, 
la justicia ante las violaciones de DDHH en el marco del Paro 
Nacional, especialmente violencias contra las mujeres y la refor-
ma a la seguridad.

Situación similar ocurrió en noviembre de 2019 cuando se 
produjo un documento con enfoque de Derechos Humanos de 
mujeres diversas, que complementaba las demandas expuestas 
por el Comité de Paro. En este se exigía el acceso a los derechos 
humanos de forma diferencial para las mujeres, su participación 
en la implementación del acuerdo de paz firmado en 2016 y la 
eliminación de las violencias sexuales y de género (Gaitán, 2019).

2. Tránsitos femeninos y feministas hacia nuevas formas de 
acción colectiva y repertorios de acción

Desde hace varios años las mujeres y las feministas exponen 
sus demandas con prácticas disruptivas, formas alternativas y 
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contenidos que politizan la esfera privada y movilizan prácticas 
culturales, de cuidado y artísticas, que fortalecen sus apuestas 
como movimiento. En este paro esa riqueza de los repertorios 
de acción que están ensayando se amplía para contribuir a la 
redefinición de espacios políticos y a la transformación de las 
instituciones tradicionales.

Las mujeres y feministas que están en las principales ciuda-
des son las que han tenido mayor eco en el desarrollo de accio-
nes colectivas y en la construcción de agendas propias, dadas las 
condiciones geográficas donde se desarrolla con mayor fuerza el 
paro nacional. Sin embargo, las mujeres rurales (indígenas, afro-
descendientes y campesinas) que hacen parte de los procesos so-
ciales y comunitarios, también participan en esta coyuntura y se 
manifiestan en sus territorios y en las carreteras. Los liderazgos 
comunitarios tienen presencia sobresaliente de mujeres que han 
venido formándose en escuelas políticas y de empoderamiento 
con enfoque feminista, por lo que cuentan con gran cualificación 
para liderar en escenarios de diálogo y negociación con actores 
institucionales. 

Todas ellas aportan en la organización de acciones colectivas 
que permiten aprovechar la estructura de oportunidades políti-
cas: gestionan apoyos y consiguen recursos, fortalecen o crean 
relaciones con aliados poderosos, hacen visibles las reivindica-
ciones y exigencias del paro ante nuevas audiencias, toman la vo-
cería en los diálogos con el gobierno local y nacional, denuncian 
la victimización que sufren los manifestantes y contrarrestan la 
estigmatización de la que estos son objeto por parte de los me-
dios tradicionales y las autoridades.  

A continuación enunciamos los espacios de participación más 
importantes en esta coyuntura, que involucran la creación de ac-
ciones colectivas y repertorios de acción o la renovación y ajuste 
de otros que permiten tejer alianzas y redes, entre la diversidad 
de organizaciones que conforman los movimientos feministas y 
de mujeres.
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a) Soporte emocional y material. El trabajo de cuidado se traslada de 
la casa a la barricada

La protección de la vida de los jóvenes de la primera línea se 
ha convertido en una de las tareas fundamentales para las madres 
biológicas y para aquellas que asumen el maternaje, en el sentido 
propuesto por Sara Ruddick (1990), en Maternal Thinking. Toward 
a Politics of  Peace para referirse a los cambios en la forma en que 
se vive la maternidad. En los puntos de concentración, ellas asu-
men sacrificios emocionales y exponen su propia vida por sus 
hijos y vecinos. Reconocemos que también hay padres cuidando 
a sus hijos, no obstante, es visible la autoridad que tienen las 
madres para organizar el trabajo de cuidado: cocinar, limpiar, 
ordenar, atender enfermos, dar ánimo, contener la angustia y la 
rabia, disminuir las tensiones, etc. Ellas deciden el menú del día, 
definen tareas para la preparación de los alimentos, distribuyen 
equitativa y oportunamente la comida y la hidratación indispen-
sable para los/as muchachos/as de la primera línea. También 
se encargan de la recolección de alimentos e insumos médicos y 
proporcionan primeros auxilios para los lesionados durante los 
enfrentamientos con el Esmad y la Policía

Los medios resaltan su labor porque con estas tareas siguen 
representando los roles domésticos feminizados, que responden 
a las virtudes de obediencia, castidad y amor. Sin embargo, man-
tener el fogón, tomar decisiones para alimentar a los/as manifes-
tantes y proporcionarles confianza adquiere un sentido político 
trascendental. Alrededor de la olla comunitaria se conversa sobre 
la vida nacional, se aconseja y se aprende sobre la situación social 
y política colombiana y de otros países. Estas ollas son impulsa-
das por mujeres adultas y adultas mayores de barrios aledaños y 
desarrollan una importante labor de contención emocional con 
la palabra, los consejos, el llamado a la prudencia y la paciencia. 
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b) Maternidad politizada
Cuando nos referimos a la politización de la maternidad alu-

dimos a la fuerza con la que actúan las madres durante la protes-
ta, aprovechándose de su estatus simbólico y del reconocimiento 
que la sociedad les otorga. Sus acciones están orientadas a exigir 
el respeto por la vida, la búsqueda de los/as desaparecidos/as y 
la justicia para quienes fueron asesinados. Este rol es diferente 
al que expusimos en el punto anterior, porque aquí la condición 
maternal no está referida, necesariamente, a las virtudes de ab-
negación y sacrificio que se exigen a las mujeres, sino que se ha 
ido forjando en la práctica política, en algunos casos mientras 
politizan el dolor y hacen el duelo colectivo por las víctimas. En 
la consigna ìNo parimos, no sangramos, no sufrimos, para que 
el gobierno nos arrebate nuestra razón de serî se percibe bien esa 
politización. 

Entre las acciones emprendidas en este paro destaca la mar-
cha de las madres y comadres de Cali y el Pacífico realizada en 
Cali. En esta participaron mujeres diversas, disidencias sexuales 
y de género, acompañadas de otros sectores sociales; emplearon 
sahumerios para armonizar, entonaron cánticos, lanzaron mani-
fiestos y se protegieron con mándalas.  

También sobresale su participación en la primera línea (véase 
Foto 1), identificándose como madres. Lo han hecho a partir de 
los atropellos y la violencia policial que sufren los y las jóvenes 
en las barricadas. Los/as jóvenes se encapuchan, pero su papel 
es más de defensa que de confrontación. En algunos carteles se 
reconoce su labor con la consigna: ìEl Estado no me cuida, me 
cuidan las madres de primera líneaî, en estas acciones asumen 
un rol maternal de cuidado de la vida de los y las manifestantes 
sin que, necesariamente, tengan una filiación familiar con ellos. 
Aunque se ha vuelto viral el caso de las madres de primera línea 
del Portal de las Américas en Bogotá, que usan escudos de made-
ra para proteger a la multitud que participa de las manifestacio-
nes, hay madres de primera línea en varias ciudades. 
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c) Mujeres en las primeras líneas, alineadas con la resistencia
Hay mujeres jóvenes que hacen parte de la primera línea y 

asumen los mismos roles de los varones. Dada la diferencia con 
la acción que emprenden las madres es importante aclarar que 
las jóvenes de la primera línea avanzan adelante en las marchas, 
están detrás de las barricadas en los puntos de resistencia y se 
encargan de enfrentar los ataques de la Policía y el Esmad. Esta 
línea está conformada, sobre todo, por hombres pero las muje-
res también participan en la construcción de barricadas, con los 
elementos que tienen a la mano; hacen labores de vigilancia y 

Foto 1. Las madres de la 1ª línea en Pasto. Foto tomada por Alberto Acevedo
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de protección de los puntos, se arman de piedras, sostienen un 
escudo y repelen la acción del Esmad. En varios puntos toman 
la iniciativa y no esperan órdenes, actúan de acuerdo con las cir-
cunstancias.  

d) ìSi tocan a una, respondemos todasî No más violencias contra las 
mujeres

Como señalamos en el primer punto, las acciones que las fe-
ministas emprenden en esta coyuntura están ligadas al ciclo de 
protestas que inició en 2019 cuando tuvieron gran protagonismo 
al denunciar los abusos de la Fuerza pública, en los casos de una 
niña indígena violada por varios soldados y el acoso y abuso se-
xual contra una mujer policía por parte de sus superiores, entre 
otros. También cuando volvieron virales las campañas Me Too y 
Ni una más o Ni una menos que crearon una protesta global contra 
el acoso, el abuso sexual, el feminicidio y otras formas de violen-
cia contra las mujeres, que a pesar de las denuncias seguían en 
aumento y sin justicia para las víctimas. En ese momento tomó 
fuerza el performance que convocaba a más mujeres a dramati-
zar ìUn violador en tu caminoî. Una denuncia de la violencia 
sexual y su perpetuación como práctica machista auspiciada por 
el silencio estatal (ìEl Estado opresor es un macho violadorî) y 
la mojigatería de una sociedad que justifica el acoso sexual, por-
que supuestamente las mujeres lo propician (ìEl patriarcado es 
un juez que nos juzga por nacer, y nuestro castigo es la violencia 
que no vesî).  

En el marco del paro nacional de 2021 las feministas retoman 
la Canción sin miedo de Vivir Quintana, que se ha convertido en 
un emblema del feminismo, y la acondicionan a cada contexto, 
señalando hechos, nombres de víctimas y agrupaciones locales 
reconocidas. Esta canción se ha interpretado en diferentes len-
guas, con voces de mujeres variopintas. Las frases de la canción 
se han convertido en consignas pegajosas que se repiten en todos 
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los eventos para denunciar la desmesura con la que han actuado 
varios miembros de la Fuerza pública. Las más reconocidas son 
ìHoy a las mujeres nos quitan la calma. Nos sembraron miedo, 
nos crecieron alasî, ìCantamos sin miedo, pedimos justicia. Gri-
tamos por cada desaparecidaî. ìQue resuene fuerte ì¡nos quere-
mos vivas!î Que caiga con fuerza el feminicidaî, ìYa nada me 
calla, ya todo me sobraî, ìSi tocan a una, respondemos todasî. 

Dada la brutalidad policial y la escasa investigación de los 
casos de violencia contra las mujeres, las organizaciones de mu-
jeres y feministas han elaborado recomendaciones para las ma-
nifestantes; han activado líneas telefónicas y de WhatsApp (la 
violeta), protocolos, rutas seguras, pautas de autocuidado (Sisma 
Mujeres) etc., e imparten clases de defensa personal como una 
forma de protección para las mujeres en espacios públicos. 

e) El arte y cultura como potencia política para la movilización de 
las mujeres

Desde que se desencadenó esta explosión social en Colombia 
se ha pasado progresivamente de las acciones colectivas tradicio-
nales a las disruptivas, que utilizan el arte para hacer pedagogía, 
atraer aliados, convencer audiencias y mantener a la ciudadanía 
en las calles, sosteniendo como principios feministas al antimi-
litarismo, el pacifismo, el llamado al diálogo amplio y diverso y 
las prácticas políticas orientadas al fortalecimiento de la demo-
cracia.

Las mujeres han sido protagonistas en el desarrollo de activi-
dades lúdicas, recreativas, pedagógicas y deportivas, que motivan 
a los ciudadanos a permanecer y acompañar a la primera línea 
en los puntos de resistencia y a marchar por las ciudades aren-
gando en contra del Gobierno y de la Fuerza pública, principales 
oponentes de este estallido social. Se vinculan como gestoras cul-
turales o participan en las obras de teatro, compiten en concursos 
de baile, dirigen juegos recreativos para niños y adultos, cuentan 
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cuentos, cantan, imprimen consignas en camisetas, promueven 
discusiones políticas y clases en la calle, etc. 

El desarrollo de estas acciones les permite demostrar sus habi-
lidades y destrezas, visibilizar su arte y adquirir un mayor recono-
cimiento en el ámbito social. Además, buscan reivindicar desde 
lo simbólico su competencia y el lugar que ocupan las mujeres en 
el espacio público como lugar privilegiado de la política que se 
construye en contraste y oposición con lo privado (Castro, 2018). 
Esto es posible porque el movimiento feminista ha logrado po-
litizar temas, espacios y modos de hacer que son considerados 
cotidianos para apropiarlos e incorporarlos al debate público.

En este sentido las distintas acciones artísticas y culturales 
han dotado de potencia política la acción de las mujeres, favore-
ciendo la producción de otros sentidos y la construcción de rela-
ciones horizontales y de sororidad. En los puntos de concentra-
ción se realizan clases de tejido, que unen a hombres y mujeres 
para dialogar alrededor del círculo. Si bien esta es una práctica 
feminizada, el traslado del acto privado a las calles es usado para 
protestar y tejer consignas feministas y de apoyo al paro. Desde 
aquí se recupera la intervención artística como un acto político 
en sí mismo, que trastoca los estereotipos tradicionales. El mu-
ralismo también ha sido usado en varias ciudades como forma 
de denuncia frente a las violencias sufridas, como es el caso del 
mural realizado en Bucaramanga que denunciaba ìEstado femi-
nicida, ni perdón ni olvidoî.

Otra acción muy divulgada fue el performance de tres mujeres 
trans en Bogotá, a través del baile Vogue, en la Plaza de Bolívar 
y varias estaciones de Transmilenio en apoyo al paro nacional. 
Este es un gesto subversivo en el que se desafían las normas he-
teropatriarcales, al usar el baile como estrategia de lucha y resis-
tencia bajo la presencia y desconcierto de policías que se encon-
traban alrededor.
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En estos espacios también convergen las acciones de mujeres 
con identificación étnico-racial. Especialmente en Cali, las mu-
jeres y hombres afrocolombianos, son actores clave de las mo-
vilizaciones en el oriente de la ciudad, que exigen mejores con-
diciones de vida. Las mujeres cantadoras del Pacífico alzan su 
voz durante las marchas refiriéndose a los/as jóvenes muertos, 
desaparecidos/as y los abusos sufridos en durante las protestas. 
Así mismo, participan de espacios de baile y performance para 
visibilizar las violencias en sus cuerpos. Por su parte, las muje-
res indígenas usan el tejido, los rituales de sanación, la música y 
el baile andino como aporte a las diversas acciones desarrolla-
das. En la cotidianidad del espacio público apropiado durante el 
paro, ellas realizan rituales de protección y mándalas.

En Puerto Resistencia, la Loma de la Dignidad y otros pun-
tos de concentración han acondicionado bibliotecas populares 
con libros recolectados de la propia comunidad, hacen trueques 
y se dedican a la lectura colectiva como forma de resignificar 
los lugares donde estaban situados los CAI (Centro de Atención 
Inmediata) de la Policía.

f) ìSi no luchamos juntas nos matan por separadoî. Coordinación, 
gestión y representatividad, mujeres en la tercera y cuarta línea de resis-
tencia 

Las mujeres han asumido, progresivamente, espacios de re-
presentación y coordinación en el paro nacional. Este cambio en 
los roles tradicionales se debe al largo proceso que han desarro-
llado y al relevo generacional que ha tenido el feminismo en la 
lucha por los derechos políticos y sociales de las mujeres a nivel 
nacional y latinoamericano, lo cual trae mayores compromisos, 
desarrollo de agendas y la inclusión de demandas en pliegos más 
amplios como los que está elaborando el Comité de Paro a nivel 
nacional.  Como señalaron varios/as entrevistados, el ímpetu de 
las jóvenes rompe barreras, crea redes y forja lugares de partici-
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pación y representatividad en la toma de decisiones, a pesar de 
los obstáculos que todavía les imponen los líderes tradicionales. 

En cuanto a coordinación, tienen un papel fundamental en la 
organización de eventos, en la elaboración de comunicados pú-
blicos y de denuncia, el desarrollo de estrategias comunicativas y 
de difusión, gestión de recursos, entre otras. Son las cabezas visi-
bles en cada punto de resistencia y aportan su gestión en espacios 
locales del Comité de Paro. Estas acciones dan cuenta que jóve-
nes y adultas van copando espacios de gobernanza, que se están 
construyendo a nivel local. Así mismo, se destaca la acción de 
mujeres que desde su profesión y experticia apoyan la defensa de 
los derechos humanos y ponen en funcionamiento redes de apo-
yo psicosocial. Las primeras acompañan el proceso de denun-
cia, seguimiento y sistematización de los casos de violaciones a 
DDHH; se encuentran en los puntos de concentración y aportan 
a la protección de las y los manifestaciones. Las segundas hacen 
parte de grupos mixtos y de mujeres que, como profesionales de 
trabajo social y psicología, crean canales virtuales y presenciales 
de acompañamiento para hacer atención en crisis y contención 
emocional, con el objetivo de aportar a la situación social que 
enfrenta el país.

En esta tarea de gestión y coordinación sobresale la labor de 
las colombianas en el exterior, que trabajan o están realizando 
estudios de postgrado. Aunque no pertenezcan a una organiza-
ción social o tengan escasa formación política, los/as migrantes 
constituyen un ìagenteî muy relevante para ampliar alianzas y 
redes internacionales que mantienen la vigilancia sobre el Estado 
colombiano.   

Tal como comprobamos con las entrevistadas que residen en 
Alemania, Inglaterra, Italia, Estados Unidos, España y Brasil, 
entre los/as colombianos/as residentes en el exterior hay mu-
chos colombianos comprometidos con el Paro Nacional. Su tra-
bajo con las redes que han armado refuerza la transmisión de 
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mensajes, el llamado a la organización, la solicitud de permiso a 
las autoridades locales para realizar plantones, concentraciones, 
marchas, foros, performances y expresiones artísticas y cultura-
les, entre otras acciones que estimulan la movilización en Co-
lombia. Han logrado comunicados públicos de autoridades po-
líticas y académicas de los países donde residen, que denuncian 
la violación de DDHH, la estigmatización de los jóvenes. Ellas 
recopilan información y la divulgan casi en tiempo real a todos 
los lugares del planeta, asumen la vocería y animan a los co-
lombianos a ìcontinuar en la calle, a no desfallecer, a aumentar 
las fuerzas para resistirî. Reconocen que sus acciones generan 
empatía con la resistencia que expresan los jóvenes y propician 
la conmoción de los colombianos, que antes no tenían interés 
por la política.  

La ìMonaî. Foto tomada por BBC Mundo.
Fuente: https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-57110382
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En Colombia las mujeres asumen la vocería y representación 
de los manifestantes en los puntos de resistencia, comparten sus 
demandas a los medios de comunicación comunitarios, locales, 
nacionales e internacionales y llevan las exigencias colectivas a 
los espacios de diálogo con el gobierno local, regional y nacio-
nal. Ellas lideran un nuevo esquema político-organizativo que 
prescinde de las estructuras jerárquicas y verticales, cambiándo-
los por espacios democráticos y horizontales. En este sentido, se 
caracterizan por el trabajo colectivo, amplio y no centralizado.

Un rasgo de esta vocería es la que asumen las mujeres jóvenes 
y que ha sido visible en varios eventos con funcionarios del Esta-
do. Por ejemplo, en el foro ìlos jóvenes tienen la palabraî, orga-
nizado por representantes a la Cámara de diferentes partidos en 
Cali, las mujeres negras fueron determinantes; también lo fueron 
en el encuentro con el Alcalde de Cali en el Coliseo María Isabel 
Urrutia. Allí una mujer sentenció que no se negociaría ese día y 
alentó a los participantes a retirarse y la reunión se interrumpió. 
Si bien las vocerías se asumen de forma tranquila y bien argu-
mentada, han aparecido posiciones radicales que sorprenden a 
los asistentes de los diferentes espacios de concertación. Algunos 
funcionarios, empresarios y líderes de opinión las han cataloga-
do como violentas cuando no ceden la palabra, porque no hablan 
pausado y en tono bajo o no se dejan imponer el silencio. Es de-
cir, el nuevo rol no está libre de prejuicios, sobre todo cuando su 
comportamiento no se ajusta a los estereotipos de género. 

Lo anterior es un cambio sustancial en la figura de vocería, al 
menos en los espacios comunitarios y locales donde logran ser 
delegadas para dialogar con actores institucionales. Se reconfi-
guran los estereotipos tradicionales en los que las mujeres son 
participantes pasivas de reuniones y actividades públicas. Es po-
sible que esto ocurra más en el nivel local que en el central por-
que la mayoría de los espacios de representación política están 
ocupados por hombres, por ejemplo, en el Comité Nacional de 
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paro la única representante es Jennifer Pedraza, líder estudiantil, 
miembro de la Asociación Colombiana de Representantes Es-
tudiantiles ACREES. Bajo estas apreciaciones, la diversidad del 
movimiento feminista y de mujeres en Cali y a nivel nacional 
vienen transformándose e impactando de forma más amplia las 
estructuras patriarcales. En este momento de ebullición social, se 
visibilizan y fortalecen las apuestas de las mujeres como se verá 
en el siguiente apartado. 

3. Crece y se fortalece el feminismo colombiano en el paro na-
cional. Reflexiones inconclusas

Este trabajo fue realizado a partir de la observación directa y, 
sobre todo, del conocimiento de la trayectoria del movimiento 
de mujeres y feminista en Colombia y de los diferentes ciclos de 
acción colectiva en los que participan. Se alimentó de las apre-
ciaciones que proporcionaron las entrevistadas y de abundantes 
fuentes documentales (audios, videos, declaraciones) que cir-
cularon en las redes durante el desarrollo del paro. El análisis 
de esta información requiere un procesamiento más riguroso y 
quizás con la distancia que proporciona el tiempo, más adelante 
podamos confirmar algunas de las intuiciones que dejamos plas-
madas en esta sección.

Sabemos que la sororidad entre feministas y mujeres se viene 
afianzado en Colombia, desde que luchan juntas para denunciar 
los efectos del conflicto armado en la vida y el cuerpo de las mu-
jeres victimizadas por actores armados legales e irregulares. Sus 
caminos son concomitantes, pero mantienen la independencia 
en diferentes campos y todavía es visible la distancia en varias de 
sus apuestas. Mientras las primeras siguen reivindicando intereses 
estratégicos que modifiquen las estructuras culturales que sostie-
nen el patriarcado. Las mujeres siguen atadas a la búsqueda de 
objetivos prácticos que mejoren sus condiciones de vida, las de sus 
familias y comunidades, sobre todo, y lo hacen apegadas a la 
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formulación de políticas públicas y sociales (Molineux, 2003), 
que siguen convirtiéndolas en sujetos carentes, o en clientes que 
requieren servicios de emergencia. 

En este ciclo de protesta las une la denuncia por el incremen-
to de los hechos asociados a la violencia contra las mujeres. La 
sistematicidad de los casos cometidos por la Fuerza Pública (mi-
litares y policías) ha impulsado su ìjuntanzaî para exigir justicia, 
garantías para la vida y los DDHH. Un ejemplo fue la gran mo-
vilización en Popayán producida por la indignación de colectivas 
feministas y comunidad en general, después del suicidio de una 
menor de edad que sufrió una agresión sexual por uniformados 
de la Policía. Así mismo, el movimiento de mujeres de Cali con-
vocó a una rueda de prensa para referirse a las violencias contra 
las mujeres en el marco del paro nacional. En este espacio las 
víctimas denunciaron ante medios locales y nacionales la violen-
cia y la represión vivida en la ciudad. Todo esto fue acompañado 
con acciones artísticas que reivindican la búsqueda de justicia.

Feministas y mujeres combinan repertorios simbólicos y cul-
turales, acuden al performance, que tiene gran repercusión cuan-
do se hace de manera simultánea y se vuelve viral en sus amplias 
redes sociales nacionales e internacionales, que se han converti-
do en el principal medio de difusión para ampliar la conciencia 
social respecto a la violencia que se cierne sobre las mujeres, por 
el solo hecho de serlo. En ese sentido es fundamental destacar la 
continuidad que tiene esta reivindicación con lo que aconteció 
en el mundo a partir de las denuncias emprendidas por artistas 
y deportistas en la campaña Me too y Ni una menos, que permitió 
visibilizar y reconocer el acoso y el abuso sexual como prácticas 
masculinas que victimizan a mujeres de todas las clases socia-
les, etnias, religiones, edades, etc. Su cercanía y articulación ha 
permitido una transición de los pequeños colectivos a un movi-
miento amplio y diverso donde confluyen mujeres de diversas 
características sociológicas. Esto genera mayor ebullición en las 

María Eugenia Ibarra Melo / Stephania Recalde García



Documentos especiales  Cidse No. 6

89

protestas, potencialidad en sus exigencias generales y en las dife-
renciadas, además de las acciones de defensa y protección de la 
vida de los jóvenes, de la ciudadanía movilizada y en particular 
de las mujeres. También se constata que, en medio de la explo-
sión social, ellas continúan erosionando las formas tradicionales 
de pensar la política y la función de sus instituciones. 

Luchas compartidas, logros parciales 
Durante un mes de protestas se han producido varios logros, 

conseguidos a partir del sostenimiento de la acción colectiva poli-
tizada, artística y pacífica desde los/as manifestantes: el retiro de 
la reforma tributaria, motivo principal de las protestas; se archivó 
el proyecto 010 de la reforma a la salud y dos altos funcionarios 
renunciaron, el Ministro de Hacienda Alberto Carrasquilla y el 
Alto Comisionado para la Paz, Miguel Ceballos.  

La difusión de la situación nacional ha desencadenado una 
amplia solidaridad internacional expresada a nivel individual 
por colombianos/as que viven fuera del país y a nivel colectivo 
por centrales sindicales europeas, congresistas estadounidenses, 
organismos internacionales de DDHH, el Vaticano, universida-
des, asociaciones académicas y demás actores políticos que si-
guen con detenimiento las violaciones de DDHH en el país. En 
este marco, las organizaciones feministas y de mujeres han gana-
do habilidad para reunirse, acordar e incidir en los pliegos que se 
construyan para las negociaciones con el gobierno nacional, que 
posibiliten la participación real y efectiva de las mujeres en tanto 
no se subordinan a simples espectadoras, sino a agentes con lide-
razgo y disputa de poder, que se traduzcan en mejores condicio-
nes de vida para las familias y las poblaciones más vulnerables 
que tienen un gran porcentaje de jefatura femenina. 

Las demandas y exigencias históricas del movimiento femi-
nista y de mujeres empiezan a tener asiento en los espacios po-
líticos, empezando por la forma en que se nombran. El uso del 
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lenguaje inclusivo en comunicaciones verbales y escritas de los 
puntos de resistencia y comités de paro se ha convertido en una 
oportunidad para el reconocimiento de las mujeres como actoras 
políticas, que proponen, escriben y divulgan los pliegos. Acorde 
con esto hay una visibilización a nivel nacional e internacional 
de la situación de los derechos humanos de las mujeres, que ha 
posibilitado la denuncia, seguimiento, sistematización y divulga-
ción de documentos para constatar la sistematicidad de los casos 
en el marco de las protestas por parte de la Fuerza Pública. Las 
ONG y redes de DDHH presentan casos e informes detallados 
que evidencian un avance en el reconocimiento de las violencias, 
las diferencias en el marco de la protesta social y el llamado a la 
justicia de género. 

Unido a lo anterior se ha activado una importante discusión 
académica, política y jurídica promovida por las universidades 
y en la que participan líderes/as sociales, funcionarios/as e in-
vestigadores/as en foros, paneles y propuestas audiovisuales que 
buscan identificar la participación de las mujeres y los/as jóvenes 
en los puntos de resistencia, reconocer las violencias diferencia-
das sufridas en el paro y exponer el pliego de negociación con el 
gobierno. Así mismo se perfilan análisis sociológicos y políticos 
para comprender el estallido social en el país, sus causas, oportu-
nidades de diálogo, entre otras. 

No obstante, esta intensa actividad, a un mes del inicio del 
paro nacional no hay una mesa de diálogo establecida entre los 
distintos actores, por ello persisten las exigencias de los/as mani-
festantes hacia el gobierno nacional. Estas pasan por la desmili-
tarización de las ciudades, la reforma civilista a la policía donde 
la vida sea una prioridad. También se exige justicia frente a las 
graves violaciones de derechos humanos por parte de la Fuerza 
Pública; todo bajo la garantía de una vida libre de miedo y de 
violencias. Otro asunto importante que se suma a las exigencias 
del comité de paro y de las feministas es la renta básica universal, 
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priorizando a las mujeres que sufren con más fuerza el desem-
pleo y la desigualdad.
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ARDE CALI, SUCURSAL DEL CIELO Y CAPITAL 
MUNDIAL DE LA SALSA

Luis Carlos Castillo Gómez1

El Paro Nacional
El 28 de abril de 2021, Colombia fue escenario de un paro 

nacional que convocó a miles de manifestantes en las principales 
ciudades del país en oposición al proyecto de reforma tributaria 
que el Congreso de la República discutía. Ante la crisis econó-
mica y social de grandes proporciones generada por el Covid-19, 
la propuesta pretendía recaudar 23 billones de pesos, unos 6.300 
millones de dólares. Aunque Colombia es el segundo país más 
desigual de América Latina después de Haití, con un Coeficiente 
de Gini de 0.544 (DANE, 2021, p. 3), indicador de la profun-
da desigualdad, la propuesta buscaba que buena parte de esos 
recursos proviniesen de los sectores medios y asalariados de la 
población, empobrecidos como resultado de la pandemia, am-
pliando la base gravable para que un mayor número de personas 
declararan y pagaran renta. 

El proyecto fue una decisión de política pública, iniciador de 
una trayectoria autodestructiva para el alto gobierno, que evi-
dencia la incomprensión de un Ministro de Hacienda neoliberal 
que no leyó correctamente la crisis producida por la pandemia, 

1 Sociólogo, Doctor en Sociología. Profesor del Departamento de Ciencias Sociales 
de la Universidad del Valle. Miembro del grupo de investigación sobre Estudios étnico-ra-
ciales y del trabajo en sus diversos componentes sociales, que forma parte del Centro de 
Investigaciones y Documentación Socioeconómica (CIDSE) e investigador del Instituto 
de Investigaciones e Intervenciones para la Paz (IIPaz) de la Universidad del Valle.
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el acelerado proceso de empobrecimiento de buena parte de la 
población y la ruptura entre gobernantes y gobernados que viene 
de tiempo atrás. Una vez presentado, los diferentes sectores de la 
coalición gubernamental se distanciaron. El máximo dirigente 
del Centro Democrático, Álvaro Uribe Vélez, dijo que era una 
propuesta inconveniente para su partido; insinuó que podía com-
prometer las aspiraciones de su agrupación política de continuar 
en el poder en las elecciones presidenciales de 2022. El expresi-
dente y director del Partido Liberal, César Gaviria, señaló que 
era nefasta porque gravaba a las clases medias tan duramente 
golpeadas por la pandemia; por su parte, Germán Vargas Lleras, 
exvicepresidente de la República y jefe de Cambio Radical, se 
distanció de la propuesta, porque consideraba que no era el mo-
mento oportuno para que hiciese tránsito en el congreso. A este 
grupo se sumó Dilian Francisca Toro, presidenta del Partido So-
cial de la Unidad Nacional, más conocido como de la U. Por su 
parte, la oposición, en sus diferentes matices, Partido Verde, Polo 
Democrático, Colombia Humana, atacó fuertemente el proyecto 
por regresivo, por pretender gravar bienes de la canasta familiar 
y por hacer recaer en los hombros de los sectores medios y de la 
clase trabajadora la solución de la crisis fiscal generada por la 
pandemia. 

El proyecto de reforma tributaria fue el florero de Llorente2. 
Después de las masivas marchas del 28 de abril de 2021, en las 
que miles de colombianos se expresaron pacíficamente en con-
tra de la iniciativa, tanto en las grandes como en las pequeñas 
concentraciones urbanas, el Presidente lo retiró, no sin remilgos. 
Con una infinita incomprensión de lo que estaba sucediendo y 

2 En Colombia, la expresión ìflorero de Llorenteî refiere a la causa aparente del 
grito de independencia del 20 de julio de 1810. En Santafé de Bogotá, el criollo Luis de 
Rubio le solicitó al negociante español Luis González Llorente el préstamo de un florero 
para atender en una cena al comisario real Antonio Villavicencio. Los criollos sabían que 
Llorente se negaría. Efectivamente, la negativa fue utilizada para caldear los ánimos con-
tra los españoles e iniciar la revuelta, pero detrás había causas profundas y estructurales 
que llevaron al proceso independentista que concluyó con la batalla de Boyacá del 7 de 
agosto de 1919.        
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a pesar de que el país comenzaba a arder por todos los costados, 
llamó a los partidos políticos a presentar un nuevo proyecto de 
reforma tributaria. Este fue el combustible que avivó la hoguera a 
límites inimaginables. El fenómeno de las grandes concentracio-
nes y movilizaciones de las masas en las calles o de la multitud, 
como diría Negri (2004), tan característico de la sociedad con-
temporánea, se tomó la geografía nacional. 

El país se incendió como un reguero de pólvora y las protes-
tas se extendieron por el territorio de la nación. Las principales 
arterias y ciudades capitales como Bogotá y Cali fueron bloquea-
das internamente y en sus principales vías de acceso. El 12 de 
mayo, volvieron las masivas y pacíficas manifestaciones pero, 
cuando los miles de manifestantes se disgregaban, apareció una 
expresión de ira y de odio manifestada en la destrucción de la 
infraestructura de los sistemas de transporte masivos y de las ins-
talaciones de instituciones oficiales, el incendio de los llamados 
Centros de Atención Inmediata (CAI) y en enfrentamientos con 
la policía. Las autoridades llamaron a estas acciones vandalismo 
y plantearon la hipótesis de que todo obedecía a una conspira-
ción de vándalos coordinados internacionalmente3.

Mientras la confrontación se hacía más intensa, el comité de 
paro presentó un pliego de peticiones de siete puntos: 
1) Retiro del proyecto de Ley 010 de salud y fortalecimiento de 

una masiva vacunación.
2) Renta básica de por lo menos un salario mínimo legal men-

sual.
3) Defensa de la producción nacional (agropecuaria, industrial, 

artesanal, campesina).
4) Subsidio a las mipymes, empleo y una política que defienda la 

soberanía y seguridad alimentaria.
3 Sobre el vandalismo, el Diccionario crítico etimológico castellano e hispánico dice: 

ìVANDALISMO, del fr. Vandalisme, creado en 1794 por el obispo republicano Grégoire 
para vituperio de los destructores de tesoros religiosos, y en memoria del pueblo germáni-
co de los Vándalos que saqueó a Roma en 455 y asoló a España y otros países romanosî 
(Carominas y Pascual, 1983, p. 738). 
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5) Matrícula cero y no a la alternancia educativa.
6) No discriminación de género, diversidad sexual y étnica.
7) No privatizaciones y derogatoria del decreto 1174. Detener 

erradicaciones forzadas de cultivos de uso ilícito y aspersiones 
aéreas con glifosato.

Luego, el Comité de Paro presentó 19 exigencias más.

Por los excesos de la Fuerza Pública comenzaron a morir jó-
venes y se presentó el fenómeno de personas desaparecidas que 
habían tomado parte en las manifestaciones y en los enfrenta-
mientos con los organismos de seguridad del Estado. El 6 de 
mayo, 26 ONG defensoras de derechos humanos, entregaron un 
informe a la Defensoría del Pueblo, en el cual reportaron 471 
personas desaparecidas; sin embargo, el 12 de mayo la Fiscalía 
informó que habían sido ubicadas 227 personas, antes reportadas 
como desaparecidas (El Tiempo, 16 de mayo de 2021, p. 1.8).

El 13 de mayo la Cancillería entregó un informe a la opinión 
pública en el cual presentó un balance de lo acontecido hasta esa 
fecha. De acuerdo con dicho informe, durante los primeros 13 
días de manifestaciones, se habrían presentado 2.761 concentra-
ciones, 1.382 bloqueos, 1.535 movilizaciones, 5.690 actividades, 
878.000 participantes. Se habrían destruido parcial o totalmente 
por efectos del vandalismo 1.052 vehículos de transporte público, 
828 entidades y cajeros del sector bancario, 305 establecimientos 
comerciales, 156 estaciones de trasporte público, 87 estaciones 
de gasolina, 79 infraestructuras públicas y de gobierno, 46 ve-
hículos particulares, 14 monumentos culturales, 99 unidades de 
policía atacadas, 51 vehículos institucionales vandalizados, 19 
vehículos incinerados; 1.594 ciudadanos habría resultados lesio-
nados, de los cuales 852 (53%) eran uniformados de la Policía; 34 
personas fallecidas,  dos eran agentes de la Policía (Cancillería, 
2021, pp. 3-6). 
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El 23 de mayo, a escaso un mes de inicio del paro, habían 
fallecido 42 personas. Se hablaba de cientos de desaparecidos; 
aunque la Fiscalía General de la Nación y la Defensoría del Pue-
blo decían que no existían denuncias formales por desaparecidos 
en el marco del Paro Nacional (p. 6), se habrían producido 4.399 
concentraciones, 1.808 marchas, 2.151 bloqueos, 464 moviliza-
ciones y el impacto sobre la economía excedía los $10 billones 
(El Tiempo, 23 de octubre de 2021, p.12).

Mientras el suministro de alimentos, combustibles y medica-
mentos es afectado y la población ha comenzado a sufrir la es-
casez de dichos suministros, el país enfrenta el tercer y peor pico 
de la pandemia. Con cerca de 100.000 fallecidos por Covid-19 al 
30 de mayo de 2021, según el Centro de Investigación sobre el 
Coronavirus de la Universidad Johns Hopkins, Colombia se ubi-
ca como el cuarto país en el continente en el número de muertos 
por el virus, después de Estados Unidos, Brasil y México. Con 
un ritmo lento en el proceso de vacunación, al 21 de mayo de 
2021 solo habían sido completamente inmunizadas 3 millones 
de personas, es decir, el 6% de los habitantes y el 8,7% de la po-
blación necesaria para alcanzar los 35 millones que garantizan la 
inmunidad colectiva frente al Covid-19 (El Tiempo, 21 de mayo 
de 2021, p. 1.6).

Sin atinar a comprender las profundas y complejas causas del 
estallido social, el más amplio y masivo de que se tenga noti-
cia en la historia contemporánea colombiana, por encima de las 
protestas de noviembre de 2019 y septiembre de 2020, del paro 
cívico nacional de 1977, de las manifestaciones de mayo de 1957 
que concluyeron con la renuncia del general Rojas Pinilla y de 
su reemplazo por la Junta Militar de Gobierno, incluso, de El 
Bogotazo del 9 de abril de 1948. El Gobierno y algunos dirigen-
tes políticos de la coalición gubernamental, en especial los del 
Frente Democrático, acudieron a las teorías conspirativas, tan 
usadas por los gobiernos para explicar las convulsiones sociales 
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y atribuyeron el estallido a un complot de la delincuencia, a las 
disidencias de las Farc, a las milicias del ELN, al narcotráfico, 
a la injerencia de Venezuela y al principal dirigente de la opo-
sición, Gustavo Petro. Aunque es cierto que las milicias son un 
actor del conflicto y creen estar en un momento insurreccional 
y que delincuentes han destruido infraestructuras públicas como 
alcaldías, palacios y despachos judiciales en Bogotá, Medellín, 
Popayán, Cartagena, Cali, Bucaramanga, Pasto y Tuluá, entre 
otras ciudades, enfatizar en una maquinación del vandalismo, 
no deja de ser una explicación sociológicamente simplista y ma-
niquea. Y así como en el octubre chileno, el presidente Piñera 
dijo que el país estaba en guerra y para sofocar el volcán social 
acudió a dichas teorías para decretar el estado de excepción y el 
toque de queda, el primer mandatario colombiano intentó hacer 
lo mismo, pero la Corte Constitucional lo disuadió, al no encon-
trar motivo para tan crucial decisión. 

Cali: epicentro del estallido social  
Cali, la tercera ciudad de Colombia, ha tenido un protagonis-

mo axial en el estallido social. ¿Por qué?
La teoría de los movimientos sociales y la acción colectiva 

enseña que en las sociedades contemporáneas siempre habrá ra-
zones para que la gente proteste y se movilice, pero el tránsito de 
estos estados latentes a una convulsión social, como la que vive 
Colombia y Cali, implica la mezcla compleja de causas estruc-
turales y coyunturales y de condiciones de oportunidad política 
que conectan recursos, organizaciones e identidades colectivas.

En efecto, al lado del surgimiento de cientos de escuelas de 
salsa, donde jóvenes, en su mayoría negros empobrecidos, en-
cuentran en el baile la forma de subsistir ante el entrampamiento 
de la pobreza, Cali se fue convirtiendo aceleradamente en una 
olla de presión social, pronta a estallar en cualquier momento. El 
paro del 28 de abril de 2021 fue la chispa que incendió la pradera.
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Cali es el centro de la región metropolitana más importan-
te del suroccidente de Colombia. De acuerdo con el censo de 
población de 2018 tiene 2.228.000 habitantes y se caracteriza 
por una segregación racial espacial (Barbary, 2004, pp.157-194). 
Concentra en el oriente quinientos mil afrodescendientes, que 
contabilizados con los del área metropolitana, suman millón y 
medio. Una de las principales concentraciones de gente negra 
de América Latina. La ciudad es receptora de miles de migran-

Ilustración 1: Cali, ciudad región en Colombia
Fuente:  Urrea, Loaiza y Hurtado, 2019, p. 25.
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tes iletrados provenientes de la región de la costa Pacífica ñla 
pequeña África colombianañ y del sur del país, desplazados por 
el conflicto interno y que el sector formal de la economía no 
ha podido absorber, por lo que se han sumido en condiciones 
de pobreza y de miseria, denigrantes de la condición humana. 
Recientemente han llegado contingentes importantes de venezo-
lanos que, huyendo de la crisis de su país, llegan a Cali porque 
dicen que la gente es amable y los tratan bien. Las ilustraciones 1 
y 2 muestran la ubicación de Cali como región metropolitana en 
Colombia y en el suroccidente colombiano. 

Desde los años 1950, pero especialmente desde 1980, la ciu-
dad ha sido uno de los principales centros del narcotráfico, cuna 
del tristemente célebre cartel de Cali. Desmantelado en los años 
1990, surgieron estructuras descentralizadas que controlan ar-
mas y el tráfico de drogas. Después de pasar por siete generacio-
nes, los ìnuevosî narcotraficantes se convirtieron en gatilleros 
(Vanegas, 2019, pp.241-247), es decir, en bandas que resuelven 
sus desavenencias mediante el accionar mortífero de las armas, 
fenómeno más conocido como el ìajuste de cuentasî, principal 
causa de las altas tasas de homicidios. Ante la miseria y la ex-
clusión, jóvenes de las grandes aglomeraciones poblacionales 
integran decenas de pandillas que más que ser grupos de delin-
cuentes, como los medios de comunicación los califican, consti-
tuyen espacios de socialización y relación con sus pares; aunque 
integrantes de dichas pandillas, para subsistir y comer, se vincu-
lan con el microtráfico de estupefacientes, el robo e, incluso, el 
sicariato (Cocuñame, 2021; Ordoñez, 2007, 2017; Perea, 2007, 
2021).

Cali es también el epicentro de la región donde existe el área 
cultivada de coca más grande del mundo. En efecto, el número 
de hectáreas cultivadas de esta planta saltó en el Pacífico colom-
biano de 18.437 en el 2005 a 60.437 en el 2019, acumulando el 
40% de las hectáreas productivas a nivel nacional (Oficina de las 
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Ilustración 2: Cali, ciudad región en el suroccidente colombiano

Fuente:  Urrea, Loaiza y Hurtado, 2019, p. 26

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, UNODC, 2020, p. 
69). Después del Acuerdo final para la terminación del conflicto 
y construcción de una paz estable y duradera del 2016, firmado 
entre el presidente Juan Manuel Santos y la guerrilla de las Farc, 
se ha originado una disputa sangrienta entre grupos armados ile-
gales por el control del territorio, de las zonas cultivadas de coca 
y de las rutas del narcotráfico (Vanegas, Calderón y Vélez, 2018). 
A lo anterior se suma la debilidad y la crisis de legitimidad de un 
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Estado local ineficiente, con prácticas de corrupción endémicas 
que desangran el presupuesto de inversión social; el desprestigio 
de los partidos, su desconexión con la gente y una juventud sin 
futuro que no cree en el sistema político. 

De acuerdo con la sociología política no hay conexión directa 
entre pobreza y protesta social o entre bajos salarios y estalli-
dos sociales. Los campesinos chinos vivieron durante siglos en 
condiciones de miseria y no hubo convulsiones sociales hasta 
la Revolución China del siglo XX.  Pero en el caso de Cali el 
empobrecimiento de los jóvenes se articuló con la irritación pro-
ducida por las medidas de confinamiento, por las cuarentenas y 
los toques de queda para detener la expansión del contagio y la 
mortalidad por el Covid-19.    

En efecto, el 29 de abril de 2021, después de las grandes mani-
festaciones del día anterior, el Departamento Nacional de Esta-
dísticas (DANE) informó que la pobreza monetaria en Colombia 
pasó del 35,7% de la población en el 2019, al 42,5%, en el 2020. 
Un aumento brutal de 3,5 millones de personas arrojadas al in-
fierno de la pobreza de un año a otro, y 2,8 millones convertidos 
en miserables que no generan los ingresos para comer (DANE, 
2021, pp. 2-4). En este orden de ideas el 2020 cerró con 21 millo-
nes de colombianos empobrecidos. Esto significa que subsisten 
con 87 dólares mensuales. Y lo peor, de esos 21 millones, más de 
tres millones no tienen con qué comer. Y mientras la pobreza y 
la miseria se enseñoreaban con la gente, la riqueza, como un lobo 
hambriento, se concentraba mucho más, puesto que el Coeficien-
te de Gini pasó de 0,526 en el 2019 a 0,544 en el 2020 (p. 3). 

Estos datos nacionales se acentúan en la ìsucursal del cieloî. 
La crisis económica ha afectado también a los sectores medios 
de la población que ven quebrados sus negocios, restaurantes y 
comercio. En el mes de enero de 2021 la tasa de desempleo en 
Cali y su Área Metropolitana llegó al 17,3%, para el momento 
la más alta desde registros oficiales (DANE, Gran Encuesta Inte-
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grada de Hogares del trimestre de diciembre de 2020 a febrero de 
2021). Pero en Cali el desempleo se ha ensañado con los jóvenes 
con una tasa del 27,7%, y en las mujeres saltó al 31,3% (Porta-
folio, 14 de mayo de 2021, p.6), concentrándose en aquellos que 
tienen pieles oscuras. 

Las condiciones de exclusión, miseria, desempleo y racismo 
difuso, que produce segregación racial espacial, se entrecruzan 
para producir la ausencia de futuro de grandes contingentes de 
jóvenes caleños, hacinados en las grandes concentraciones pobla-
cionales del oriente y de la zona de ladera del occidente, muchos 
de los cuales tienen que acudir a la delincuencia para comer. 

En la anterior descripción, que no gusta a muchos de los que 
añoran la ìcaleñidadî y la Cali cívica de los años 1960 y 1970, 
ìcuando se hacía cola para tomar el bus y los hombres cedían el 
puesto a las mujeresî, están las causas estructurales y coyuntu-
rales en las que radica el estallido social en la ìcapital mundial 
de la salsaî. 

Las barricadas de Cali
Como consecuencia de las razones expuestas en los puntos 

anteriores, cuando el Gobierno esperaba que con el retiro del 
proyecto de reforma tributaria la protesta terminaría, aparecie-
ron decenas de barricadas y puntos de bloqueo en los barrios 
marginales de la ciudad. Los protagonistas eran los jóvenes de 
las barriadas pauperizadas que nacieron, crecieron y se exten-
dieron, a imagen y semejanza de las favelas de Río de Janeiro. 
Rápidamente fue claro que, aunque articulados al paro nacional, 
estos jóvenes tenían demandas específicas y detrás de los ìpun-
tos de resistenciaî, como también llaman a las barricadas, había 
actores diferentes a los que impulsaban el paro nacional y las 
grandes marchas de Cali y el país.

El 6 de mayo de 2021, delegados de doce puntos de resisten-
cia (Calipso, Puerto Resistencia, Meléndez, Guapi, Siloé, Same-
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co, La Luna, Paso del Comercio, Loma de la Dignidad, Univalle 
y Portada al Mar), aunados a otras organizaciones, firmaron El 
Pliego de Exigencias Político y Unitario. Entre las peticiones está el 
retiro de la asistencia militar de las ciudades; solicitud de per-
dón público de la Fuerza Pública por las muertes causadas; in-
formación y retorno de los desparecidos y detenidos; reparación 
a las víctimas y familias que han sufrido violaciones, muertos, 
heridos, desaparecidos y capturados durante el paro; implemen-
tación del acuerdo de paz; retiro de los proyectos de reforma la-
boral, pensional y de salud;   eliminación del decreto 1174 que 
legaliza la contratación por horas; renta básica para  las personas 
en condición de pobreza; auxilio a los pequeños comerciantes; 
vivienda para el pueblo; educación gratuita; mayor inversión en 
la educación media, básica y secundaria; aceleración de la vacu-
nación; y alimentos para lugares apartados de la ciudad; entre 
otras demandas (Declaración Política, 6 de mayo de 2021).  

Una barricada o centro de resistencia es un repertorio de ac-
ción que se caracteriza como un punto de la malla urbana, ubi-
cado en intersecciones viales estratégicas, regularmente de las 
concentraciones poblacionales pobres. Los jóvenes usan troncos, 
piedras, separadores viales, alambres y objetos metálicos, entre 
otros elementos, para bloquear la movilidad de las personas y los 
vehículos, alterar la normalidad de la vida y producir  una sensa-
ción de caos: este es el símbolo de la resistencia.

Las barricadas son un repertorio de acción inédito en la his-
toria de Cali; nunca antes ningún actor lo había utilizado en su 
extensión e impacto. Sin embargo, es menester recordar que hay 
una tradición de revueltas populares en Cali y en el suroccidente 
colombiano, que se remonta a las insurrecciones comuneras de 
la segunda mitad del siglo XVIII, en las cuales hubo asonadas, 
quema de estancos y persecución del pueblo a las autoridades pa-
rroquiales. Por ejemplo, son famosas las Asonadas del Zurriago 
de la mitad del siglo XIX, en las que la población esclavizada les 
dio físico fuete a los hacendados (Castillo, 2012, pp. 396-397). 
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Los puntos de resistencia operan mediante cuatro líneas. La 
primera defiende físicamente la barricada; la segunda se encar-
ga del abastecimiento de alimentos; la tercera del suministro de 
medicamentos y de la atención a los heridos que resultan de los 
enfrentamientos con la Fuerza Pública; y la cuarta de comunicar 
a nivel nacional e internacional, en tiempo real, lo que está su-
cediendo. 

Con la anterior estructura organizativa, en algunos de esos 
puntos, usualmente durante las horas de la tarde, se concentran 
cientos de jóvenes, algunos con el rostro encapuchado, que de-
sarrollan actividades culturales centradas en la música y el baile; 
otros tienen puestos de asistencia médica para atender a los heri-

Ilustración 3. Punto de bloqueo de la Calle 100 con Carrera 13.
Alrededores de la Universidad del Valle donde se concentraron 4.000 indígenas.
Fuente: Fotografía del autor.
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dos y otros puntos de resistencia han abierto improvisadas biblio-
tecas. Reforzando una característica axial de la sociedad caleña, 
en una división del trabajo por sexos, las mujeres preparan los 
alimentos, práctica conocida como ìollas comunitariasî. Por la 
noche, algunos hombres y mujeres vigilan la barricada y, al día 
siguiente, amanecidos, retornan a sus lugares de trabajo. 

Regresando a la situación actual se debe mencionar que los 
bloqueos de la vía que conecta a Cali con Buenaventura ñel prin-
cipal puerto sobre el Pacífico colombiano y por donde se trans-
porta el 40% de la carga nacionalñ y los de la Panamericana, la 
principal arteria del país que conecta a la ciudad con el centro y 
el sur de Colombia, han convertido a la ìcapital mundial de la 
salsaî, en una especie de ciudad sitiada y en estado de guerra. 
Rápidamente, comenzaron a escasear los alimentos, los medi-
camentos y la gasolina. Pero el bloqueo, aunque es uno de los 
repertorios más eficaces políticamente, es un bumerán, que se 
vuelve en contra del actor o de los actores que lo utilizan. Y esto 
ha sucedido en la ìsucursal del cieloî.

La carencia de alimentos y de gasolina, pero también de me-
dicamentos y de oxígeno para atender a los pacientes que mue-
ren de Covid-19, en un sistema de salud colapsado, con el 95% de 
las Unidades de Cuidados Intensivos (UCI) copadas, ha genera-
do rechazo en parte de la población. El impacto se ha aminorado 
con la apertura corredores humanitarios. Como resultado de los 
enfrentamientos con la Fuerza Pública han perdido la vida 12 
jóvenes y el número de desaparecidos es indeterminado. El 24 
de mayo la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz y la Corpo-
ración Justicia y Dignidad entregaron un informe en el cual dan 
los nombres de 120 desaparecidos.  El 21 de mayo murió por un 
disparo de fusil en el sector de Calipso, Juan Sebastián Briñez, un 
joven policía de 22 años. A lo anterior, se suman estaciones del 
sistema de transporte masivo (MIO) incineradas, sedes bancarias 
destruidas, comercios atacados e instalaciones de instituciones 
públicas afectadas.  
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Ilustración 4. Barricada de Puerto Resistencia

Fuente: Fotografía del autor.
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Como se muestra en la ilustración 5, al 13 de mayo de 2021, 
había en Cali 25 puntos de resistencia. Las barricadas se han 
concentrado mayoritariamente en el oriente de la ciudad y en la 
zona de ladera al occidente, donde vive la mayor parte de la gen-
te pobre, como se dijo antes. Dichas barricadas han producido 
procesos de resignificación de la ciudad en clave de resistencia. 
Así, Puerto Resistencia, era conocido antes como Puerto Relle-
na. El Puente de los Mil Días, ahora recibe el nombre de Puente 
de las Mil Luchas. La Loma de la Cruz fue rebautizada como La 
Loma de la Dignidad. 

Desde el punto etario detrás de las barricadas hay mujeres y 
hombres jóvenes, pero de una gran heterogeneidad. Los hay em-
pobrecidos y miserables sin futuro, algunos vinculados a la eco-
nomía informal, trabajadores de la construcción y del transporte 
pirata, unos más tienen experiencia política y conocen el manejo 
de las armas resultado de su vinculación con las milicias urba-
nas. También hay estudiantes universitarios, algunos seguidores 
a muerte de los equipos de fútbol de la ciudad, vigilantes, rein-
corporados, excombatientes y unos más son parte del lumpen y 
de las llamadas ìoficinas de cobroî. Los puntos de resistencia 
enfrentan una encrucijada, porque el liderazgo de los primeros 
actores podría ser desplazados por el de los segundos.  

Desde la perspectiva de la acción colectiva los actores son 
difusos y heterogéneos, no están predefinidos y se están confi-
gurando. Crean discursos y mediaciones, y aquellos que tenían 
identidades colectivas las están reconstituyendo. Hay solidarida-
des explosivas. Los promotores han sido rebasados por la solida-
ridad de la gente y por las masivas movilizaciones. Se presentan 
alianzas entre los que eran oponentes en otros campos, como las 
llamadas barras bravas. Los liderazgos son emergentes y borro-
sos, no se vinculan con ningún partido político y hay cruces de 
agendas; hacen un uso extraordinario de las redes sociales con 
transmisión en tiempo real de los enfrentamientos con la Fuerza 
Pública y de información permanente a través del Internet. 
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Ilustración 5. Puntos de resistencia, barricadas y bloqueos en Cali, al 13 de mayo de 
2021.
Fuente:  Laura López Ibarra. Con base en la Declaración de Unión de Resisten-
cia de Cali, 11 de mayo de 2021.
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En una de las barricadas, un joven dijo que estaba en ella por-
que no tenía trabajo, porque sus padres trabajan por ingresos mi-
serables y no tienen derecho a una pensión digna y porque él no 
veía futuro. Otro expresó que estaba en el punto de resistencia 
porque por lo menos le llegaba la comida que durante años había 
escaseado en la mesa de su casa. 

Puerto Resistencia 
El símbolo de la protesta es la barricada bautizada como 

Puerto Resistencia, que el mundo ha conocido gracias al uso es-
tratégico de las nuevas tecnologías de la información. Ubicada 
en uno de los corredores estratégicos del oriente de la ciudad, 
donde confluyen ocho vías, es uno de los principales accesos a 
una gran concentración de cerca de 400.000 habitantes, buena 
parte de ellos gente negra, que recibe el nombre del Distrito de 
Aguablanca. 

Desde la década de 1960, cuando campesinos que huían de 
la violencia partidista fundaron el barrio Mariano Ramos, los 
pobladores bautizaron el lugar como Puerto Rellena. Así nom-
braron el sitio donde las mujeres, regularmente negras, vendían 
un alimento elaborado con sangre de cerdo y arroz, y envuelto 
en los intestinos de este mamífero. El nuevo nombre es resultado 
de un proceso de resignificación de los lugares, como se dijo en 
líneas precedentes. Las llamadas barras bravas conocidas como 
Barón Rojo e Hijos de Caín, seguidores del América, y Frente 
Radical Verde, hinchas del Deportivo Cali, caracterizadas por 
enfrentamientos violentos, han depuesto sus desavenencias y es-
tablecido alianzas para unirse a los reclamos de los jóvenes que 
defienden la barricada donde funcionan con un alto grado de 
coordinación las cuatro líneas; está dotado de enfermería, de una 
improvisada biblioteca, de una olla comunitaria, y la afluencia 
de jóvenes es numerosa. En las horas de la tarde, se desarrollan 
múltiples actividades culturales y hasta se celebran los cumplea-
ños de los que están en la primera línea. 
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Ilustración 6: Puerto Resistencia 
Fuente: Fotografía del autor. 


